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En nuestro Congreso de
Alicante elegimos un nuevo
secretariado que recibió el
mandato, bastante explícito,
de acomodar su actuación a
significantes culturales que
nunca perdimos, pero que
fueron relativamente relega-
dos por e! tiempo y por algu-
nos acontecimientos, que el
futuro nos hará comprender y
asimilar con naturalidad.
Nuestra asociación siempre es-
tuvo caracterizada por una
suerte de legitimación de per-
tenencia a lo que en general se
conoce como sociedad civil, e!
espacio estratégico donde es-
tán los derechos que hay que
llevar al sistema político, a tra-
vés de una función mediadora,
también propia de una organi-
zación como ésta. Lo que
probablemente ha ocurrido es
que esa tarea de intermedia-
ción ha sido asumida -no im-
portan aquí sino los rasgos ob-
jetivos del fenómeno-- directa
y personalmente por algunos
miembros de JpD, que han
asumido responsabilidades de
gobierno en el entorno del
Ejecutivo y en el de la cúpula
del Judicial. Es decir, se han
ido al sistema político, sin que
esto haya de ser vivido trau-
máticamente. La consecuen-
cia, y más para una asociación
que ya ha caminado todo un
proceso histórico, era en cierto
modo inevitable: tenía que re-
afirmar su identidad de perte-I nencia, aun a pesar del peligro
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de que ello no fuera correcta-
mente entendido, quizá por
casi nadie. Todavía estamos en
el tiempo de la comprensión.
Debemos iniciarla -tratamos
de decirlo apresuradamente
en la clausura del Congreso--
deshaciendo un equívoco ca-
racteristico de la izquierda, en
general desconcertada por to-
da una década que en nuestro
entorno geopolítico significó
un riotable debilitamiento tan-
to de los aspectos participati-
vos como de los propiamente
normativos de la democracia,
aunque ello fuese vivido en
nuestro país con otra sensa-
ción, explicable sobre nuestro
pasado dictarorial y la falta de
referencias de comparación
con los demás países, con los
que ahora compartimos, por
fortuna, mesa y mantel. Y es
que la izquierda española no
ha comprendido que e! ejerci-
cio prolongado del poder pro-
pende a desvincular el espacio
donde ese poder se ejerce --el
sistema político-- del espacio
donde se hallan los derechos
porque allí están los actores de
los mismos- la sociedad-,
en un proceso, no inevitable
ni mucho menos, de autono-
mización del primero y de
desvaimiento del segundo.
Jueces para la Democracia de-

be empezar a pensar ahora,
cuando estamos en lo que
puede ser e! fin de una época
en renovar su compromiso
con la sociedad a la que perte-
nece y en reasumir esa fun-
ción mediadora no directa en-
tre ésta y el poder. Si no es
capaz de hacerla de modo in-
teligente, puede ocurrir que
tenga que hacerla desintegra-
da y sin fuerza ni legitimidad
alguna. Para evitar esto último
nos necesitamos todos y todos
hemos de comprender que no
se trata en absoluto, de estar o
no estar con éste o aquél gru-
po político; los que lo crean
así cometerán un error impro-
pio de la capacidad política de
que siempre hemos hecho ga-
la y de consecuencias desvas-
tadoras para e! futuro ya inme-
diato. De lo que se trata, por el
contrario, es de comprender e!
reequilibrio que se avecina en
el mundo de la convivencia,
quizá definitivamente alejado
de! jacobismo y aproximado a
ciertas identidades más pro-
pias de individualizaciones
personales y colectivas y de lo
que va a ser el futuro de la de-
mocracia en los países que,
como e! nuestro, ya han alcan-
zado un alto nivel de desarro-
llo institucional: la limitación
del poder por la vía de los de-

- recho~ fundame~tal~s. Es, porl
cierto, ésta última referencia la !
que ha determinado las actua- .
ciones de contenido más polí-
tico del nuevo secretariado,
sobre todo en el tremendo
asunto de los GAL, que ha ,1

convocado de nuevo las incer- ;
tidumbres más hondas de la ,
democracia, el sistema que se
constituye en garante de la vi-
da y libertad de las personas y
que lo único que no puede
permitirse, en consecuencia,
es atentar justamente contra
esos valores; la línea de decla- .
raciones ha sido, en este caso,
la de pedir una investigación a
fondo de lo que haya ocurri-
do, sin cortapisas ni otras limi-
taciones que las exigidas por
e! sistema de garantías jurisdic-
cionales, y con un cuidadoso
deslinde de lo que constituye
responsabilidad política de lo
que pueda ser la responsabili-
dad penal, cuyos tiempos, es- !
pacios de desarrollo y eficacia
son, evidentemente, distintos.

En consonancia con lo ani-
ba pergreñado, e! secretariado
está tratando de agilizar las re-
laciones con las organizaciones
más representativas, por tama- .
ño y objetivos, de la parte de la
sociedad civil cercana a nuestra
sensibilidad. Como es claro,
Jueces para la Democracia sólo
dispone de una pequeña infra- ,
estructura ya muy utilizada pa- !

(continúa en pág. 3)
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COMUNICADOS DEL SECRETARIADOCOMUNICADO DEJUECFS
PARA lA DEMOCRACIA A
PROPOSITO DE CIERTAS
REACaONES PRODUaDAS
EN RElAaON A lAS
MUERTES DE DOS
TAXISTAS DE MADRID

En primer lugar queremos
manifestar nuestra más profun-
da y sincera condolencia a los
familiares de los dos taxistas
asesinados.

Junto a ello, y desde el punto
de vista de la defensa de la cul-
tura de los derechos humanos,
entendemos:

1. LaDemocraciatratalas tra-
gediasdel tipo de lasocunidasen
Madridcon el uso de mecanismos
constitucionales caracterizados
por la reflexión:se investiganlos
hechos, se detiene aloa los su-
puestos autores, y se les enjuicia
en un marco de absoluto respeto
al sistemade garantiasque mode-
la nuestra constitucióny las Leyes
de Enjuiciamiento,y en el supues-
to de demostrarsesu culpabilidad
se impone al autor o autores las
penas previstasen las leyes.

2. 10 que no hace la Demo-
cracia es acoger ciertas actitudes
y mensajes de algún agente del
sistema,más preocupado por ca-
pitalizar políticamente esas des-
gracias, y por rehuir supuestas
responsabilidades (que segura-
mente nadie les ha exigido), que
por ayudar a la construcción de
una convivencia serena; en este
sentido se advierteen ciertasma-
nifestacionesde algunos respon-
sablespolíticoscontenidospocos
respetuosos con la cultura de los
derechos humanos, en particular:

a) Una vinculación insólita
de características biológicas o
de pertenencias nacionales con
actitudes criminales, eso sí, de
modo encubierto: todos asegu-
ran no ser racistasni xenófobos,
y todos convocan a los ciudada-
nos en ese sentido, pero al mis-
mo tiempo se destaca sistemáti-
camente el color de la piel o la
naCionalidad de determinado
detenido, y se insiste reiterada-
mente en que una situación de
ilegalidad administrativa por ra-
zón de extranjería es concausa
de la tragedia. Es obvio que na-
die delinque por ser racial o na-
cionalmente distinto, ni por el
simple hecho de residir irregu-
larmente en España, luego ¿por
qué esa insistencia?

b) Los antecedentes poli-
ciales (que deben tener varias
decenas de miles de personas
-de varias nacionalidades-
en España) significan no más
que una o varias detenciones,
que pueden o no conducir a la
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apertura de procesos judiciales
respecto de los detenidos: a su
vez, los procesos pueden aca-
bar declarando la inocencia o
culpabilidad del imputado,
quien eventualmente hará fren-
te a sus responsabilidades en
un sentido u otro. Esa es la nor-
malidad democrática.

Lo que al parecer pretenden
esos responsables políticos es
expandir el significado del an-
tecedente policial, dándole una
categoría que no puede tener,
la de sentencia judicial conde-
natoria y firme; con ello se ata-
ca frontalmente a todas las pro-
visiones constitucionales
referidas al ejercicio separado
de los poderes y a todo el siste-
ma de garantías de la convi-
vencia. Además no se nos esca-
pa la propensión de esos
mensajes a crear una específica
categoría o perfil de sujeto (el
que es distinto es peligroso y
por ser distinto debe ser exclui-
do) y en definitiva algo que
creíamos abandonado en nues-
tra cultura política desde hace
unos sesenta años: el derecho
penal de autor en el cual se
castiga a las personas por lo
que son y no por lo que hacen.

c) Por consiguiente, tam-
poco podemos resignar la refle-
xión de que lo que en realidad
se busca, de nuevo, es la jU$tifi-
cación de una determinada po-
lítica en materia de extranjería,
poco generosa con el tercer
mundo y excluyente de los que
de allí proceden así como el en-
sanche del espacio policial, y
de los criterios de oportunidad,
en detrimento del judicial, so-
metido a exclusivos criterios de
legalidad. Y lo que, en suma, es
decisivo: es apreciable una ma-
nipulación intelectual que se
despreocupa, en el fondo, de la
lamentable tragedia que origina
esas manifestaciones, y respon-
de a una concepción degradada
de lo que es la Democracia.
Madrid, 23 de noviembre de 1994

COMUNICADO DE
JUECES PARA LA
DEMOCRACIA SOBRE EL
DECANATO DE MADRID

Jueces para la Democracia
quiere contestar a las sospechas
que se alzan acerca de la ges-
tión de la Decana de los Jueces
de Madrid, Manuela Carmena,

por considerarlas intolerables.
Frente a una gestión ágil y.

eficaz de los asuntos comunes
de los Juzgados de Madrid se
han interpuesto políticas de
acoso y derribo, desde diversos
sectores que tratan de "politi-
zar", en el mal sentido de la pa-
labra, su actuación. Desde esas
posiciones se quiere negar que
una mujer progresista pueda
realizar una gestión positiva de
este cargo público, y para ello
acuden a la estrategiade denun-
ciar supuestas iregularidades y
comportamientos ilegales.

Nos sopresente que el nuevo
vocal, señor Antonio Robles
Acera (lleva unos quince días
en el cargo), sin tomar contacto
con la realidad del Decanato, ni
de los órganos judiciales y ser-
vicioscomunes de Madrid,y sin
tiempo material para hacer un
análisis medianamente riguroso
de la situación, soliciteun pleno
extraordinario sobre el tema.

El señor Robles trabajaba en
Madrid,en el RegistroCivilCen-
tral, uno de los servicios más
atascados de nuestra justicia, y
se destacó como dirigente del
movimiento de Secretarios judi-
ciales que rechazaron el control
de la jornada laboral de los fun-
cionarios. De manera destacada
el señor Robles formó parte del
entorno de Secretarios Judicia-
les que se negaron a fichar,por-
que estaban en contra de la vin-
culación horaria que estableció
el Ministeriode Justicia para esa
clase de funcionarios.

Creemos que la gestión de la
Decana de Madrid ha sido efi-
caz, imaginativa y próspera pa-
ra el funcionamiento de los Juz-
gados de la capital. Ardua tarea
si se tiene en cuenta que existen
ciento ochenta y nueve juzga-
dos y que el Decanato gobierna
varios servicios comunes y tie-
ne a su servicio más de sete-
cientos empleados, funciona-
rios o contratados laborales.

Cabe destacar la celeridad
del servicio común de notifica-
ciones civiles como uno de los
logros más importantes, que
han sido reconocido por los
profesionales que conocen el
medio. En el mes de noviem-
bre de mil novecientos noventa
y cuatro, a título de ejemplo, se
han tramitado en la oficina co-
mún 24.740 diligencias. La me-
dia de tiempo de tramitación es
de siete días hábiles. Con ante-
rioridad a la llegada de Manue-

la Carmena la media era supe-
rior a los dos meses. La trans-
cendencia que para el ciudada-
no justiciable tiene este dato, es
desde cualquier punto de vista,
más que significativa.

Además se han puesto en
marcha múltiples servicios co-
munes: de mantenimiento del
edificio,de informaciónal públi-
co, biblioteca y documentación,
de registro de asuntos escritos,
de grupos de apoyo a Juzgados
atrasados, turnos de tarde en to-
dos los servicios del Decanato,
publicaciones de textos legislati-
vos, reparación de mobiliario,
aula de informática,de prensa y
comunicaciones, de libertades
provisionales, información so-
bre subastas, oficina de quejas,
serviciode detección automática
de drogas, gabinete audiovisual,
formación para funcionarios, re-
estructuraciónde arcas ajardina-
das, guardería (en prepara-
ción),y delegaciones y servicios
en varias oficinasy distritos,en-
tre otras actividades.

Todo ello supone una ingen-
te tarea desarrollada,no en quin-
ce días, evidentemente, sino a lo
largode un año y medio de con-
tinuo trabajoy dedicación.

Respecto a la provisión de
plaza de Secretario de Decana-
to, se hizo ---como así se actuó
en anteriores decanatos y en
otras ciudades de España -
mediante comisión de servicio.
Se trata de un puesto de con-
fianza que, con toda evidencia,
no se acomoda a criterios de
escalafón, por que implica la
ayuda a la gestión de un servi-
cio de grandes proporciones.
No obstante, el nombramiento
no fue en modo alguno ilegal:
el Ministeriode Justicia, que es
quien hace ese nombramiento,
tiene facultades legales para no
sacar a concurso la plaza y pro-
veerla por el mecanismo de la
comisión de servicio previsto,
como decimos, en las leyes.

Una de las competencias de
los decanatos es hacer que fun-
cionen bien los servicios judi-
ciales: no ha habido ·descon-
trol .., en la instalación de
maquinarias de café, refrescos y
bocadillos, que son utilizadas
por funcionarios y público en
general como en cualquier cen-
tro de trabajo de la Administra-
ción, máxime si tienen afluen-
cia masiva de ciudadanos y
largas esperas.

Sobre los registros de escri-
tos, el vocal señor Robles olvi-
da que el propio Consejo Ge-
neral del Poder Judicial, al que
pertenece, investigó ese servi-
cio (que funciona junto al Juz-
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gado de Guardia y garantiza la
remisión inmediata de los es-
critos a través de un servicio
motorizado a los distintos órga-
nos judiciales de la capital, tan
dispersos geográficamente, co-
mo es sabido), y consideró que
era especialmente conveniente
para el funcionamiento de la
Administración de Justicia.

Todos esos servicios se po-
nen a disposición de los jueces,
quienes deciden si los utilizan
o no. Es mal intencionado, por
lo tanto, afirmar que invaden
competencias jurisdiccionales.

¿Pretende, el señor Robles,
ayudar como vocal de Madrid a
la consttitucional y eficaz ges-
tión de la Decana democrática-
mente elegida o, simplemente,
constituirse en ariete de una
opción puramente personal y
corporativa?

Madrid, 1de diciembre de 1994
Sección Territorialde Madrid

JUECES PARA LA
DEMOCRACIA, CONTRA
LAS CAMARAS DE VIDEO
ENLACALLE

En opinión de jpD, la insta-
lación de estos instrumentos
"puede propiciar un uso inde-
seado de la información así re-
gistrada".

Lejos de combatir la delin-
cuencia, jpD entiende que esta
medida "resultaría perfecta-
mente inútil", ya que provoca-
ría "un desplazamiento de los
lugares de comisión de los del~-
tos, de zonas vigiladas [por la
policía} a zonas no vigiladas".

jpD lamenta el efecto indis-
criminado de esta medida
- "tendría, en todo caso, unos
destinatarios imprecisos: valdría
tanto para vigilar a eventuales
delincuentes como a cualquier
otro ciudadano "-- y advierte
sobre sus consecuencias: "Esta
medida sólo significa el ensan-
chamiento del espacio policial,
al someter el trato de determina-
dos derechos fundamentales a
criterios no garantizados desde
ningún punto de vista".

COMUNICADO DE
JUECES PARA LA
DEMOCRACIA EN
RELACION AL LLAMADO
ASl.:NTO GAL

1.º Esta asociación no deja-
rá de insistir en que lo importa-
ne en este asunto es que se in-
vestiguen los hechos con toda
la profundidad, con arreglo a
exclusivos criterios de legali-
dad. La ley debe aplicarse en la

EDITORIAL

, (viene de la pág. 1)

i, ra múltiples actividades, con lo
i que las vinculaciones perma-
, nentes con esas asociaciones
i deben limitarse a las tres o cua-
, tro (APDH, Amnistía Internacio-
, nal, Greenpace ...) más relevan-
i tes desde nuestros puntos de

vista, sin perjuicio de relaciones
puntuales con otras organizacio-

I nes del mismo tenor. Se trata en
defInitiva de construir un espa-

o cio de reflexión y actuación de
o intercambio que complete nues-

tras actitudes e ideologías, nece-
sariamente tamizadas por la for-
mación jurídica, pero no
exclusivamente referidas a ella.

, En lo que se refIere a la Fe-
o deración de Asociaciones de
, Juristas Progresistas, el sentido
I de nuestra presencia ha de ser

el indicado por la cultura de la
realización de los valores supe-

, riores del ordenamiento como
• norte participativo, pero desde

cierta preminencia (justificada
por el criterio cuantitativo, no
porque seamos intrínsecamente
mejores que nadie) que, por

o ahoa, no tenemos. El resto de
las zonas de actuación de Jue-
ces para la Democracia tienen
que ver con los que antes se

, denominó "función mediadora
, no directa" y con la vertiente
asociativa probablemente más

, arrinconada en estos momen-
tos, la sindical. Para esta última

forma y en el fondo, porque es-
tamos hablando de supuestos
ataques a la vida y a la libertad
de las personas. En una demo-
cracia esos valores son innego-
ciables, porque significan lo
único que realmente somos.

2.º Frente a esa realidad, el
poder siempre reacciona con
ceremonias de la confusión,
destacando problemas procesa-
les cuya resolución está prevista
en las leyes. Estas determinan
quién debe ser el juez encarga-
do de determinado asunto con
arreglo a criterios tasados de
antemano. Lo que importa es

El congreso de Alicante abor-
dó la crisis del sistema penal ba-
jo el lema "¿Hasta dónde el con-
trol penal en una sociedad
democrática?" La ponencia par-
tió de una constatación práctica:
la "delincuencia", la realidad
que denominamos así, no dis-
minuye. Al contrario, la guerra
contra las drogas ha disparado
los índices de encarcelamiento
en los países del primer mundo.

Frente a ello, el derecho pe-
nal se muestra incapaz de racio-

estamos diseñando un progra-
ma de acción sindical, bastante
avanzado, en el que se libera-
ran actuaciones concretas que,
eventualmente, puedan ser ob-
jeto de concierto con las demás
asociaciones judiciales, única
manera de negociarlas con
fuerza en las instituciones. Por
lo que hace a la primera, el se-
cretariado ha empezado a man-
tener reuniones con los grupos
políticos con representación en
el Parlamento estatal (hasta
ahora con el Socialista, el de ID
y el Vasco) en busca de alguna
normalización -por el mo-
mento imprecisa- de nuestras
relaciones con el Legislativo.
Los intereses de esos grupos re-
fIeren, principalmente, a la ca-
pacidad de JpD para elaborar
opiniones relacionadas con las
leyes en proyecto Qurado,
Aborto, Código penal, Fondos
Reservados ..,), lo que sin duda
es típico de aquella función
mediadora. Aparte de los parla-
mentarios, el secretariado se ha
reunido con el área de Justicia
del Ejecutivo: las relaciones con
buenas. Ambas partes entien-
den que están en espacios dife-
rentes y que las lógicas de uno
y otro determinarán, a veces
colaboración, a veces disputa,
sin que ninguna de éstas posi-
bilidades tenga que entrañar
coste personal de tipo alguno.

Finalmente, las relaciones

respetar la independencia judi-
dicial, y la suposición de que
los jueces (sean quienes sean)
que investiguen los hechos son
imparciales, mientras no se
pruebe lo contrario.

3.º Los jueces son respon-
sables en los términos estable-
cidos en las leyes. Si realizan
mal su trabajo, deberán hacer
frente a sus responsabilidades.
Pero éstas les han de ser exigi-
das a posteriori, nunca supo-
niendo anticipadamente que
actúan por intereses espurios.

4.º Repudiamos, en conse-
cuencia, los mensajes antidemo-

nalizar el sistema penal en su
conjunto, incapaz en buena me-
dida de alcanzar el compromiso
ético que fijó el minimalismo
penal: reducir los niveles de
violencia del sistema. Ahí, resi-
diría su legitimidad. Tampoco el
derecho penal se muestra hábil
para impedir y perseguir los de-
litos de los poderosos (corrup-
ción pública, delitos contra los
traqajadores, contra el medio
ambiente, violencias contra las
mujeres ...). Si el derecho penal

internacionales so~ ~~tendid~~-I
por este secretariado desde el
prisma de la rentabilidad. Al
respecto creemos que cuando 1
son multilaterales, las posibili- '
dades de desarrollar trabajos de
cierto nivel quedan diluidas por
la imposibilidad de estabilizar,
desde cualquier punto de vista,
tales relaciones. En consecuen-
cia, pensamos que la tendencia
debe ser la de la bilaterización,
con la excepción del foro don-
de naturahnente estamos desde
hace tiempo, MEDEL, que sin
embargo ha de potenciar la re-
flexión al respecto del llamado
espacio judicial (¿judicial-poli-
cial?) europeo, referente de la
construcción comunitaria de
una importancia excepcional
en el futuro. Si MEDEL consi-
gue elaborar una opinión pro-
pia, sin duda alcanzará el status
que pretende en sus relaciones
con las instituciones comunita-
rias, pues ello sería lo natural a
la vista, de nuevo, de la óptica
de la mediación entre la socie-
dad y el sistema.

Esperamos desarrollar las lí-
neas programáticas que hasta
aquí se han esbozado y, en cual-
quier caso, dejar un camino an-
dado para el futuro. Sea cual sea
éste, nuestra asociación debe en-
cararlo unida, con la convicción ¡i"

de merecer el califlcativo Demo-
cracia. La democracia es la políti-
ca de reconocimiento del otro.

o_~_-.1
cráticos que lanzan sospechas,
sobre motivos no acreditados,
contra todo un enorme sector de
la ciudadanía que está pidiendo,
legítimamente, que se esclarez-
can los hechos investigados.

5.º Al hilo de lo anterior, la
Asociación Jueces para la De-
mocracia se adhiere expresan-
do el manifiesto que, en torno
al asunto GAL, elaboró y publi-
có en los medios de comunica-
ción la Asociación Pro Dere-
chos Humanos, el sábado día
14 de enero de 1995.

Madrid, 16de enero de 1995

no da respuesta al problema de
la reparación del daño causado
por el delito, el castigo, típica-
mente la prisión, provoca el de-
terioro personal y humano de
quienes lo reciben, marginando
a los delincuentes, excluyéndo-
los, impidiendo su integración.

Enfrentados a esta realidad,
el congreso anual de JpD ela-
boró un programa para una po-
lítica criminal diferente.

Ese programa giraría entor-
no a varios ejes:

1. La descriminalización de
conductas, como apuesta fren-
te a la hipertrofia del derecho

(continúa en pág. 4)
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(viene de la pág. 3)

penal, lo que debería suponer
una contracción de esa rama
del ordenamiento jurídico es
beneficio de otros sectores (de-
recho civil y administrativo).

En concretó, se aprobó la
despenalización de la insumi-
sión, es decir, de las formas de
desobediencia al servicio mili-
tar y a la prestación social susti-
tutoria, de los delitos contra la
salud púbica (tráfico de dro-
gas), de la eutanasia, de la inte-
rrupción del embarazo, del im-
pago de prestaciones de
asistencia intrafamiliar (art. 487
bis del Código), del cheque en
descubierto (art. 563 bis b), de
los delitos contra el honor (ca-
lumnias e injurias), de los desa-
catos, de las injurias al Jefe del
Estado y a los Altos Organis-

Cuando las sociedades olvi-
dan que el poder sólo está jus-
tificado cuando se ejerce en
garantía de los derechos de
los ciudadanos, pierden su
Constitución. Este principio y
su cauce procedimental -la
división de poderes- han si-
do olvidados, en nuestro país
y en otros, a lo largo de una

, década, la de los ochenta, ca-
I racterizada por un notable dé-
1 ficit de participación de los
. ciudadanos en los asuntos de

lo público, por la consiguiente
contracción de la representati-
vidad, y por cierta pérdida de
identidad democrática por
parte de los sujetos sociales,
convocados a ser no más que

: consumidores pasivos. Corre-
lativamente, el sistema político
y económico ha ido adqui-
riendo una progresiva autono-
mía frente a la llamada socie-

I dad civil y a las posibilidades
de control del ejercicio del po-
der que ésta encarna, análisis
especialmente aplicable a lo
ocurrido en España, donde los
resultados de las elecciones
de 1982 dieron lugar a cierta

; creencia de ultralegitimación,
. fenómeno inocuo en sí mis-

mo, pero peligroso en cuanto
pudo provocar que el poder
se viera liberado de su atadura
propiamente democrática: la

I; limitación del poder por la vía
l' de los derechos fundamenta-

les. Estoy convencido de que
esa reflexión debe encabezar
el desconcierto de los ciuda-
danos que en estos momentos
piensan que los detentadores
del dominio pudieron soslayar
las reglas del juego, dando lu-
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mas de la Nación, de los ultra-
jes a la Nación y a sus simbo-
los, y, por fin, de las faltas.

Lo que implicaría, cómo no,
una sensible reducción de los
niveles de intervención del de-
recho penal.

2. Políticas encaminadas a la
descarcelación, desde la convic-
ción de que la cárcel es un casti-
go inhumano, inútil y dañino.

Con ese objetivo se articula-
ron y propusieron las siguien-
tes medidas alternativas:

a) moratoria en la cons-
trucción de las cárceles;

b) numerus clausus, para
poner límites a la sobrepobla-
ción de las cárceles: en los esta-
blecimientos deberán admitirse
el número de personas para los
que se diseñó, ni uno más;

c) reducción de la dura-
ción de las penas, ya que en

gar al conocido peloteo em-
presarial y financiero, y a otra
cuestión cualitativamente mu-
cho más importante, porque
empeña lo único que real-
mente dierencia a la democra-
cia, un sistema que se consti-
tuye en garante de la vida y
libertad de sus miembros y
que lo único que, en conse-
cuencia, no puede permitirse
es matar y secuestrar.

Cuando una democracia se
encuentra en un atolladero co-
mo el presente, reacciona dis-
tinguiendo, no sólo conceptual-
mente, entre la responsabilidad
política y la judicial, que tienen
espacios de desarrollo y eficacia
diferentes, y que conviene no
confundir porque, entre otras
cosas, no son en modo alguno
excluyentes. Lo que, desde esa
perspectiva, está claro es que,
vulnerado (hablando siempre
en hipótesis de trabajo) lo que
es esencial de la democracia, y
se despliegue o no el reproche
puramente político, los jueces
deben intervenir, no porque
sean mejores que nadie, sino
porque disponen de las condi-
ciones de soberanía funcional
suficientes como para apartarse
de la praxis de la oportunidad.

nuestro código las penas son
desproporcionadas;

d) alternativas a la prisión:
arrestos domiciliarios, multas,
tratamientos en régimen cerra-
do o ambulatorio, suspensión
de la condena más generosa ...
Ninguna de esas medidas de-
berá estar garantizada con la
prisión, pues de lo contrario se
convierten en complementarias
y no alternativas;

e) mejora y humanización
de la vida en prisión: mayores
beneficios penitenciarios, per-
misos de salida, libertades anti-
cipadas.

f) a la búsqueda de solu-
ciones pactadas para devolver
protagonismo a las víctimas,
alejadas y expropiadas de la
gestión del conflicto (estructu-
ras de negociación); y

g) reforma de la prisión pro-

Son independientes por decla-
ración constitucional, y por ello
se les debe exigir que resuelvan
la tensión ética, que siempre
existe entre las convicciones y
la responsabilidad, del lado de
las primeras, ya que no pode-
mos olvidar que la vida y la li-
bertad so innegociables. Están,
apartados de los imperativos de
la conveniencia que gobiernan
el sentido débil de la política.

Desde ese punto de vista,
resultan patéticas las alusiones
a la "judicialización de la políti-
ca", tan características de algu-
no de los supuestamente perju-
dicados por las actuaciones
judiciales, noticiadas estos días,
y, no lo olviden, del recurrente
discurso conservador español,
en especial el de buena parte
de la derecha judicial, siempre
seducido por la indebidamente
llamada "razón de Estado".

Junto al deseo explícito de
que los jueces vuelvan al
limbo de las apariencias, del
que les liberó la Constitución
que nos dimos los españoles,
los titulares de ese discurso
arrojan, siempre que el siste-
ma de poder se ve afectado
por una actuación judicial,
una sospecha que nace de la

visional, para que se convierta
de verdad en una medida caute-
lar excepcional: sólo podría apli-
carse respecto a hechos sancio-
nados con pena superior a la de
prisión mayor cuando se cum-
plan determinados requisitos.

El congreso ha inaugurado
una línea de debate y reflexión
original, en cierta medida inédita
entre nosotros, toda vez que las
propuestas partían desde el
cuestionamiento de los cimien-
tos del sistema penal. Se preten-
día abrir interrogantes sobre
cuestiones relacionadas con la
teoría y práctica del derecho pe-
nal, con la voluntad de remover
nuestras conciencias como agen-
tes de la justicia penal y renovar
el compromiso ético de defensa
de los derechos humanos.

R.S.

cansada costumbre de hablar,
más que de estrategias de con-
vencimiento de los ciudada-
nos. Me refiero a las acusacio-
nes de parcialidad de los
magistrados, por la supuesta
ideología de éstos o por acti-
tudes más o menos circuns-
tanciales que hayan manteni-
do en su vida pública. Se trata,
entonces, de olvidar que la
demoicracia es una cuestión
de certezas, y que lo impor-
tante para la convivencia es
que los jueces realicen, con
arreglo a las leyes, las funcio-
nes jurisdiccionales por las
que los ciudadanos les pagan.
Está claro que son precisa-
mente los sujetos con mayores
posibilidades reales de defen-
sa los que delatan supuestas
parcialidades, que pueden
contestar (y de las que podrí-
an liberarse, de ser ciertas) sin
ningún problema, por los cau-
ces prevenidos en las leyes.

Hay que ir convenciéndose
de que los jueces dejan de ser
agentes del sistema político,
donde les ubicó el jacobinis-
mo, para acercarse a la socie-
dad civil, el espacio donde es-
tá la vida, sus actores y los
derechos, en una función me-
diadora entre aquél y ésta. Y
llevar los derechos al poder,
para limitar sus abusos, im-
pugnando a los que puedan ir
contra los valores que consti-
tuyen la democracia con la
disculpa de intentar proteger-
la. La democracia será fortale-
cida si la sociedad es capaz de
decirles a sus gobernantes que
existen cosas que en ningún
caso pueden hacerse.
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Crisis de la Jurisdicción en la crisis dellEstado de Derecho:
España-Italia, una reflexión comparad.a

Verdades sabidas, otras que
no lo son tanto, y todas seria-
mente amenazadas cuando no
ignoradas y barridas en la reali-
dad en que nos encontramos
han desfilado reiteradamente
en el transcurso de unos días
plenos de reflexiones sobre al-
gunos de los más básicos pila-
res de la democracia y del Esta-
do de Derecho: esto ha sido el
curso organizado por Jueces
para la Democracia en colabo-
ración con la Fundación Gene-
ral Universidad Complutende y
el patrocinio del Banco Central
Hispano Americano, que ha te-
nido lugar en El Escorial los dí-
as 18 a 22 de julio, con el título
que encabeza estas líneas y ba-
jo la dirección de Perfecto An-
drés Ibáñez.

Frente a la ambición insacia-
ble del Poder, Luigi Ferrajoli
nos ha recordado que demo-
cracia significa poner limitacio-
nes al mismo, instaurar técnicas
de control tanto más avanzada
será una democracia cuanto
más limitados estén los pode-
res y pueda aquélla luchar con-
tra un doble absolutismo: la
dictadura de la mayoría y la
economía de mercado. O bien
con palabras de Salvatore Sene-
se: No a una única fuente de
poder, cualquiera que sea esa
fuente.

Por eso y de una vez para
siempre, debe quedar desterra-
do cualquier complejo de infe-
rioridad basado en el hecho de
que el Poder Judicial no tenga
su origen en las urnas: Cándido
Conde lo dijo muy claramente;
hay que descartar la idea de
que el Poder Judicial sea un
poder menor por no haber sido
directamente elegido: la Consti-
tución ha buscado deliberada-
mente esa independencia res-
pecto al principo mayoritario; y
es que otra cosa sería una ca-
tástrofe: los intereses de la ma-
yoría y los de la minoría están,
por definición, en contraposi-
ción, y mal podrá garantizar los
de é:sta quien esté vinculado a
aquélla: sería como poner a los
gatos a garantizar los derechos
de los ratones; por eso ha podi-
do decir Senese que los dere-

chos fundamentales son siem-
pre los derechos de la minoría
frente a la mayoría, para resu-
mir magistralmente que la lógi-
ca del Poder Judicial no es una
lógica de mayorías sino una ló-
gica de principios. O García
Herrera, que la legitimidad de-
mocrática es algo más comple-
jo que la elección directa: es no
estar ligado a los intereses de la
mayoría, sino a los valores
constitucionales.

El mismo Ferrajoli recordaba
los términos con que terminaba
la Declaración de 1789: "Esta
Declaración se entrega a la fi-
delidad de los funcionarios pú-
blicos y al control y vigilancia
de los padres de familia, de to-
dos los franceses".

y es que eran tiempos de
ilusión que alumbraban una
nueva era; hoy, apagados los
entusiasmos, la realidad mues-
tra aspectos alarmantes, al ex-
tremo de poder preguntarse si
en los tiempos actuales la
Constitución no será un islote
en medio de la marea liberal
que nos invade y de cuestionar
que la ley sea un instrumento
válido de trabajo para el Juez; y
es que, en efecto, el Legislativo
casi no ha existido en los últi-
mos años, convertido en un
apéndice del Ejecutivo (Perfec-
to Andrés), con una produc-
ción legislativa que, privada en

gran medida de contenido ma-
terial, queda reducida a princi-
pios generales y abstractos,
desplazando el peso de la deci-
sión a la actuación administrati-
va o a las instancias sociales,
como puso de relieve García
Herrera; en otro sentido, a me-
nudo la leyes ambigua, fruto
de una elusión de sus compro-
misos por parte del legislador,
que traspasa su responsabili-
dad hacia los hombros de un
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juez que se ve constreñido a
asumir la que no le correspon-
de, tal y como ha denunciado
Pedraz Penalva.

Del Ejecutivo, y entre otras
quejas, Miguel Angel Aparicio
llamó la atención sobre el om-
nipresente Decreto-Ley, ele-
mento de distorsión en el fun-
cionamiento del Estado. ¿Cómo
se pueden dictar Decretos-Ley
a razón de uno cada quince
días? ¿Cómo puede hablarse de
razones de extraordinaria y ur-
gente necesidad cuando su en-
trada en vigor se demora, en
casos, hasta año y medio? ¿Có-
mo es que es el propio Gobier-
no quien califica la necesidad?

La crisis que sufre el proceso
penal en distintos frentes fue
tocada por Alberto Jorge; y de
los problemas que presenta
una legislación comunitaria
más preocupada de los aspec-
tos financieros que de los cri-

minales, Clemente Auger, Giu-
liana Turone, José Antonio
Martín Pallín y José Ricardo
Prada.

y hay otros peligros, más su-
tiles tal vez y menos percepti-
bles a simple vista, pero no me-
nos preocupantes, desde el
intento denunciado por Ferra-
joli de deslegitimizar la Consti-
tución sobre la base de los he-
chos, invirtiendo el clásico
principio de que las normas ri-
gen los hechos para llegar --el
mundo al revés- a que sean
los hechos los que legitimen o
deslegitimen a las normas (aquí
se le ha llamado a eso el valor
normativo de lo fáctico), hasta
el panorama que presenta el
proceso civil.

A este orden jurisdicional se
dedicaron las sesiones del últi-
mo día -Iast but not least- y
dentro de él a un proceso regi-
do por las leyes del mercado
donde la igualdad de las partes,
que se proclama ampulosa-
mente, es sólo un principio for-
mal carente de base real, y cu-
yo fin no es el de hacer justicia
sino el de eliminar un conflicto:
terminado éste, el proceso ha
sido un éxito, importando poco
que su resultado haya sido de-
sastroso para una de las partes;
el sistema está en crisis y no só-
lo para los débiles: todos so-
mos débiles: este es el panora-
ma dibujado por Michele
Taruffo.

Mucho y muy denso conte-
nido imposible de sintetizar en
pocas líneas: la edición que se
anuncia de las ponencias pre-
sentadas promete ser una obra
de incuestionable presencia en
nuestras bibliotecas; espero
que sea al menos un grano de
arena que contribuya a levantar
la atonía de nuestros pueblos y
que si en algún momento se
nos encomienda, como en su
día a todos los franceses, de-
fender los Derechos Funda-
mentales, nuestros pueblos se-
pan estar a la altura de la
solicitud. Entonces, sí, podrá
decir Pier Luigi Zanchetta que
Tangentópoli habrá muerto.

Carlos López Keller
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Celsa Pico

El título implica la necesidad
de tratar los problemas deriva-
dos de las infracciones extrate-
rritoriales (terrorismo, tráfico
de estupefacientes, delitos eco-
nómicos). Obliga a estudiar la
posible política penal en rela-
ción a estas conductas, realiza-
das en territorios de diferentes
países o con intervención de
personas de diversas nacionali-
dades. La cuestión es de impor-
tancia, ya que la mayoría de los
asuntos criminales de enverga-
dura, tráfico de drogas, armas
robadas, prostitución, porno-
grafía, delincuencia organizada,
se incluyen en este concepto.

Estos problemas se desplie-
gan en el marco de la innova-
ción financiera, liberalización
de capitales y fiscalidad comu-
nitaria, propias del desarrollo
de la Comunidad Europea ha-
cia la Unión Europea. Y plante-
an la necesidad de determinar
qué justicia penal ha de insti-
tuirse para Europa. ¿Qué políti-
ca penal para qué Europa); y,
en segundo lugar, ¿qué política
penal para qué criminalidad?

En materia criminal, la libre
circulación existe desde hace
mucho tiempo. Los autores de

~-

Mediante resolución del Ple-
no del Consejo del Poder Judi-
cial de 30 de mayo de 1990 esti-

, mo éste parcialmente el recurso
. contencioso-administrativo in-

terpuesto por la Sección Territo-
rial de Cataluña de Jueces para
la Democracia contra un acuer-
do anterior de la Sala de Go-
bierno de 23 de enero de 1990
desestimando su pretensión de
tener conocimiento del orden
del Día de las reuniones de la
referida Sala de Gobierno así
como de los acuerdos adopta-
dos por la misma.

Tras una serie de conside-
11 __ :_~i_ones sobre el interés di-
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las infracciones, las mercancías
prohibidas, los capitales de ori-
gen ilícito circulan por encima
de las barreras y de los contro-
les aduaneros; y desde que la Ii-

bertad de circulación se realiza
en el Mercado Unico, la crimina-
lidad aprovechará siempre esta
ventaja. El Mercado Unico prevé
un espacio judicial penal y civil,
aún fragmentado por fronteras
nacionales. Sería preciso que la
libertad de cin;:ulación del Juez

recto, legítimo y personal de
la Asociación en razón a que
las funciones señaladas en el
artículo 152 de la LOPJ ('jun-
ción de Gobierno de sus res-
pectivos Tribunales") coinci-
den perfectamente con los
fines asociativos (defensa de
los intereses profesionales de
sus miembros en todos los as-
pectos y la realización de sus
actividades encaminada al
servicio de la Justicia en ge-
neral) considera que la Aso-
ciación recurrente Jueces para
la Democracia tiene laposibi-
lidad de acceder al libro de
Actas de los acuerdos de las

Penal fuese el contrapeso de las
demás libertades de circulación.

La fuente principa'l de los
atentados a los interreses finan-
cieros de un Estado está consti-

tuida por las infracciones fisca-
les. Es difícil citar un solo asunto
criminal internacional de gran
envergadura en el que no se ha-
ya hecho uso de uno o varios
elementos relacionados con el
territorio en el que existe el sis-
tema jurídico y económico de

-' ... "" -

Salas de Gobierno, ya que su
contenido incide en sus legíti-
mos intereses profesionales o
asociativos.

Partiendo de su considera-
ción como mero acto de trámi-
te del procedimiento adminis-
trativo que no afecta a la
asociación ni produce inde-
fensión rechaza la pretensión
de notificación de las Ordenes
del Día pues entiende que só-
lo tienen por fin dar a conocer
a los miembros del órgano co-
rrespondiente los asuntos que
van a ser analizados.

Si reconoce el derecho a
ser notificada de los acuerdos
de las Salas de Gobierno si se
persona como parte en el res-
pectivo procedimiento admi-
nistrativo.

Tras lo dicho, queremos
poner de relieve que una ade-
cuada incidencia en el actuar
de la Sala de Gobierno requie-
re la colaboración de los Jue-

un refugio fiscal. Se utiliza una
persona jurídica que tiene su se-
de en un refugio fiscal o cuya
actividad está sometida al dere-
cho de un refugio fiscal. Se utili-
za para ocultar, al menos tem-
poralmente, los saldos
patrimoniales que contit:uyen el
producto de la infracción. El re-
fugio fiscal ha levantado su eco-
nomía poniendo a disposición
de la clientela extranjera no sólo
un régimen fiscal privilegiado,
en relación a los países con fis-
calidad fuerte, sino también un
sistema jurídico que garantiza el
anonimato a cada cliente.

Los obstáculos para la aplica-
ción del principio de legalidad
en la criminalidad internacional
desaparecen cuando se ventilan
intereses de gran potencia en las
relaciones internacionales El ca-
so paradigmático es la convalida-
ción del secuestro en territorio
de México de un médico de esta
nacionalidad ("Caso Camarena")
por el Tribunal Supremo de los
Estados Unidos. Bien es cierto
que la Sentencia estuvo disentida
y el Magistrado disidente calificó
de "monstruosa» la decisión y avi-
só del peligro para la libertad
que supone la avidez punitiva.

..

ces y Magistrados del Territo-
rio poniendo en conocimiento
de la Coordinación territorial
las cuestiones concretas pen-
dientes ante la misma (nom-
bramiento de sustitutos tem-
porales, establecimiento de
calendario de sustituciones
por vacaciones, licencias, etc.,
entre jueces de la misma o dis-
tinta población, etc.). Si bien
la existencia de un determina-
do expediente administrativo
puede conocerse a través de
la consulta del libro de Actas
ordinariamente acontecera
que cuando se realice la con-
sulta haya sido adoptada ya
un acuerdo. A fin de poder re-
alizar alegaciones es impor-
tante la personación durante
la fase de instrucción y trami-
tación del expediente admi-
nistrativo ya que la Sala de
Gobierno estaría obligada a
conferir el trámite de audien-
cia.
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Matilde Aragó Gassiot

Las recientes elecciones a
Salas de Gobierno de los Tri-
bunales Superiores de Justicia
han vuelto a poner de relieve
la perversión del sistema ma-
yoritario de elección que sólo
y exclusivamente permite el
acceso a dichos órganos de
gobierno de la asociación ma-
yoritaria en cada territorio,
con independencia del núme-
ro de plazas a cubrir y de la
representatividad de cada una
de las asociaciones. Es cierto,
lo sabemos y tampoco hemos
pretendido lo contrario, que
Jueces para la Democracia no
es la asociación mayoritaria en
la carrera judicial, pero ni aun
nuestros más enconados riva-
les podrán negar que somos
una asociación implantada en
todo el territorio nacional, con
un importante número de afi-
liados y que obtiene en las
elecciones un relevante apoyo
electoral que no se traduce en
una correlativa presencia en
las Salas de Gobierno, pues
aún en aquellas Comunidades

El artículo 210 de la LO
6/1985, de 1 de julio, del Poder
Judicial, que no ha resultado
afectado por la reforma opera-
da por la LO 16/1994, de 8 de
noviembre, dejaba un amplio
margen de interpretación y dis-
crecionalidad en la aplicación
del mecanismo de sustitucio-
nes entre jueces del mismo or-
den jurisdiccional a las Salas de
Gobierno de los T.T.S.S.].].,
previa propuesta de las Juntas
de Jueces, limitada únicamente
por la precisión contenida en el
siguiente artículo 212-2 de la
misma ley (que ha sido modifi-
cado), en que se preveía que
en los. casos en que no sea po-
sible la aplicación de lo que
disponen en los artículos pre-

en las que la distancia en nú-
mero de votos no es significa-
tiva el sistema electoral deter-
mina que la totalidad de las
plazas sean adjudicadas a la
asociación mayoritaria.

Las ventajas democráticas
que en términos generales con-
lleva el sistema proporcional
son evidentes en cuanto permi-
te la adecuada presencia de las
minoóas, y el pluralismo en los
órganos de gobierno; baste se-
ñalar que es el sistema querido
por la Constitución para la elec-
ción de los representantes po-
pulares y que aún en los su-
puestos de elección indirecta,
el pluralismo se asegura refor-
zando las mayorías exigibles
como sucede con el Consejo
General del Poder Judicial. Pre-
cisamente la falta de pluralismo
ha convertido a las Salas de
Gobierno en órganos burocráti-
cos carentes de relevancia en la
vida judicial, cuya actuación
por lo general se desconoce y
cuyos acuerdos se ignoran, tan-
to por los jueces y magistrados

cedentes ejercerá la jurisdic-
ción e! Juez sustituto.

Como sabemos, esta no po-
sibilidad -concepto jurídico
indeterminado-- ha sido inter-
pretada de una manera muy di-
ferente por las distintas Salas
de Gobierno de los Tribunales
Superiores de Justicia, cosa que
ha dado lugar a que, mientras
por ejemplo en Madrid u otras
CCAA ejercen Jueces sustitutos
incluso en casos de permisos o
licencias de corta duración, en
Cataluña, se han tenido que
sustituir por los titulares de ma-
nera constante las numerosas
vacantes o largas licencias de
enfermedad o maternidad.

Esta situación comporta ade-
más que la jurisdicción social,

como por el Ministerio y el pro-
pio Consejo del Poder Judicial.

Esta falta de operatividad es
la que determinó la reciente
reforma de la LOPJ en la idea
de que incorporando a los
presidentes de las audiencias
provinciales y a adetermina-
dos decanos se conseguirían
órganos de gobierno más efi-
caces y cercanos a los proble-
mas de las distintas comunida-
des; y aunque el sistema
mejora el anterior, el manteni-
miento de la lección mayorita-
ria es más anacrónico, pues el
mayor número de miembros
electos habría posibilitado la
plena aplicación de la repre-
sentación proporcional.

La exigencia de representa-
ción proporcional es por lo
tanto uno de los objetivos a
conseguir en la definitiva re-
forma de la LOP].

Junto a esta causa, los esca-
sos resultados obtenidos de-
ben imputarse a un inadecua-
do trabajo de la Asociación en
distintos territorios, en los que
no se ha sabido preparar con
la suficiente antelación las
elecciones y se ha descuidado
el voto por correo, elemento
determinante en muchas co-
munidades autónomas. A dife-
rencia de otras asociaciones,
no hemos organizado un siste-
ma de recogida de votos en

donde gran parte de los jueces
hemos accedido de manera for-
zosa, no sea atractiva como
destino, con el consiguiente
desgaste, movilidad y falta de
especialización efectiva de los
titulares, lo que, en definitiva,
repercute en la calidad y la efi-
cacia de la tutela judicial. Se ha
de tener en cuenta que en el
último año han existido seis
plazas vacantes a los juzgados
sociales de Barcelona, además
de bajas por licencias y otros
motivos.

En este estado de cosas, la
Junta de Jueces del orden So-
cial del día 28-09-94 acordó pe-
dir al Consejo General de! Po-
der Judicial la creación de
nuevos juzgados de este orden

los distintos centros judiciales,
quedando a expensas de la
mayor o menor rápidez del
correo ordinario, como suce-
dió en Madrid en donde un
número importante de votos
llegaron días después de fina-
lizada la votación. La elección
se ha visto por muchos com-
pañeros como carente de im-
portancia e incluso algunos de
nuestros asociados no han
acudido a votar lo que revela
una evidente falta de vida aso-
ciativa.

Tampoco hemos consegui-
do articular una alianza electo-
ral con la asociación que en
principio parece más cercana
a nuestros planteamientos,
Francisco de Vitoria, tendente
a conseguir una representa-
ción más plural.

En definitiva, se ha perdi-
do una ocasión para renovar
las Salas de Gobierno, para
profundizar en su democrati-
zación y para tratar de trans-
formadas en órganos vivos
de debate y resolución de los
problemas de la Administra-
ción de Justicia en los distin-
tos territorios. Jueces para la
Democracia debe realizar
una reflexión crítica de nues-
tra actuación para conseguir
en próximas convocatorias
unos resultados más favora-
bles.

- ~_ --' J

jurisdiccional, acuerdo que fue
ratificado por la Junta posterior
de 30-11-94 en la que también
se decidió elevar a la Sala de
Gobierno la propuesta de dejar
sin efecto e! sistema de sustitu-
ciones vigente a partir de la en-
trada en vigor de la nueva Ley
Orgánica del Poder Judicial.

Esperamos que la redacción
del artículo 212-2 de la LOPJ
dado por la LO 16/1994 de 8
de noviembre, que precisa el
concepto de la no posibilidad
de sustitución por titular con-
cretando los motivos, obligue
a la Sala de Gobierno ha hacer
una interpretación más acerta-
da del concepto de posibilidad
teniendo en cuenta las opinio-
nes al respecto de las Juntas
de Jueces, y disponga un siste-
ma adecuado de selección y
formación para el nombra-
miento de sustitutos con capa-
cidad en todos los casos que
haga falta, tal como se ha lle-
vado a cabo en otras comuni-
dades autónomas, para conse-
guir una mejora de la tutela
judicial efectiva.
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------------DEBATE -----------

EL DEBATE SOBRE LA LEGALIZACION DE LAS DROGAS: UNA
NECESIDAD INAPLAZABLE

José Manuel Ortega Lorente

Un primer acercamiento al
problema de las drogas siempre
se hace desde una perspectiva
ético-valorativa. Surge ensegui-
da la pregunta de si es admisi-
ble que una sociedad civilizada
pueda permitir que a diario
mueran personas por el consu-
mo abusivo de drogas, y que
otras miles hagan girar toda su
experiencia vital alrededor de
un "pico" o de una "raya". La
respuesta fácil, inmediata, es
proponer la represión del con-
sumo de las sustancias estupe-
facientes y, sin embargo, en es-
ta respuesta se hallan una parte
importante de las causas de los
problemas que actualmente
conviven con el uso y abuso de
las drogas. La represión no im-
plica la desaparición del proble-
ma sino que por contra consti-
tuye el origen de una gran parte
de los efectos perniciosos que
acompañan al consumo de las
drogas.

Ya dijo Milton Friedman que
en el debate sobre la bondad o
no de la legalización del con-
sumo de drogas el problema
ético es un problema difícil y
que a menudo los hombres de
buena voluntad discrepan. Hay
quienes piensan que no hay
instancia alguna legitimada pa-
ra impedir a una persona adul-
ta, madura, con plena cons-
ciencia de la trascendencia de
sus propios actos, realizar una
actividad que, aun cuando
pueda reportarle graves incon-
venientes personales, no perju-
dique a terceros. Para otros
existe un deber individual y co-
lectivo de impedir que las per-
sonas puedan atentar contra su
salud y en última instancia con-
tra su vida. Aun cuando el de-
bate planteado en este terreno
sería de gran interés y perso-
nalmente no me sustraigo al
mismo, no quiero ahora entrar
en él, sino en el análisis de los
efectos perniciosos del sistema
prohibicionista actualmente en
vigor y que, si no cambian mu-
cho las cosas, no sólo va a per-
manecer sino que va a verse
ratificado si finalmente se
aprueba el nuevo Código Pe-
nal, cuyo Anteproyecto de
1994, recoge en sus artículos
345 a 356 una regulación penal
del tráfico de drogas que aun
cuando pretende extender la
sanción penal a las actividades
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derivadas o causantes del tráfi-
co de estupefacientes mantiene
la represión del pequeño tráfi-
co. El análisis de los referidos
efectos indeseables permitirá
concluir como, tanto si se
adopta una posición ética per-
misiva como si se adopta la
contraria -posturas que antes,
burdamente, he esbozado-
difícilmente cabe continuar de-
fendiendo un estado de cosas
como el actual.

El consumo de drogas, tanto
en un régimen permisivo como
en uno que lo reprima, conlleva
graves problemas de salud para
el consumidor que no se limita a
usar de las mismas sino que
abusa de ellas ~n este punto
no debe olvidarse que hay dro-
gas que por sus propios efectos
y características son drogas de
abuso pues no admiten un uso
esporádico o controlado-.
También ocasiona problemas
psíquicos y emocionales. Estos
efectos perjudiciales tienen una
manifestación frente a los terce-
ros próximos al consumidor que
padecen no sólo por el deterio-
ro físico del cosumidor cercano,
sino por sus alteraciones emo-
cionales e, incluso, por sus posi-
bles comportamientos violentos.

La represión del consumo
añade a los efectos antes señala-
dos otros, los que Louk Hulsman
denomina "problemas secunda-
rios". El consumidor se ve abo-
cado a la clandestinidad para po-
der desarrollar su pauta de
consumo. Dado que existe una
prohibición de la venta de las
drogas éstas aumentan de precio
y carecen de control de calidad
lo que produce dos efectos ob-
viamente indeseables: el toxicó-
mano se encuentra en poco
tiempo en una situación de ne-
cesidad económica para satisfa-
cer su dependencia que le abo-
ca, en muchas ocasiones, a la
delincuencia; por otro lado, la
falta de calidad del producto es
causa mayor que el propio con-
sumo de lo poco que en cada
dosis queda de la sustancia origi-
nal, del deterioro físico. No se ol-
vide tampco que esa ausencia de
control de calidad permite que
accedan al mercado dosis con
distintas proporciones de droga
lo que impide al usuario adaptar
la dosis a su grado de tolerancia,
siendo esto causa de las sobre-
dosis. Por último, y desde el

punto del individuo toxicómano,
no debe olvidarse que en tales
condiciones de marginalización
de lós consumidores y modifica-
ción de sus hábitos de conducta
con la impulsión a la delincuen-
ci<i,se introducen en una espiral
que tiene por eje la droga y de la
que difícilmente podrán salir só-
lo con dejar de consumir y de
padecer durante un tiempo los
síndromes de abstinencia físico y
psíquico.

Desde un punto de vista so-
cioeconómico obvio resulta
que en régimen de prohibición
subsiste el consumo porque se
propicia un tráfico clandestino
donde el mercado es controla-
do en régimen de monopolio u
oligopolio por aquellas organi-
zaciones con medios suficien-
tes para burlar la prohibición y
que tienen como incentivo
unos beneficios superiores a los
que puede dar cualquier otra
clase de actividad mercantil. La
clandestinidad hace que quien
se arriesga a vender imponga el
precio dado que su servicio
ofrece un valor añadido espe-
cialmente estimado en ese régi-
men de prohibición, cual es el
saltársela. Esto produce el in-
cremento del precio de la dro-
ga, genera delincuencia y exige
del aparato estatal una respues-
ta económicamente costosa y
socialmente frustrante, toda vez
que por la vía de la represión
nunca llega a eliminarse el tráfi-

co sino a lo sumo, eliminar ele-
mentos activos del mercado
que rápidamente son sustitui-
dos por otros. En definitiva, la
respuesta represiva al consumo
de estupefacientes genera un
problema cuya solución es eco-
nómicamente costosa -exige
la puesta en marcha de un apa-
rato policial especializado y de
un sistema de justicia criminal
igualmente especializado--, lo
cual impide destinar esos fon-
dos a actividades informativo-
preventivas o terapéutico-reha-
bilitadoras.

Otro problema secundario
derivado, no del consumo o
del tráfico de drogas, sino de
las características que tales acti-
vidades adquieren en un régi-
men represivo es la progresiva
falta de confianza en las institu-
ciones ~n concreto en la ins-
titución judicial- que produce
la ausencia de éxitos. Las orga-
nizaciones que trafican con
droga disponen de unos me-
dios acordes a los beneficios
que consiguen. Para luchar
contra ellas los métodos tradi-
cionales de lucha contra el cri-
men se quedan obsoletos. Ante
esa carencia surgen en seguida
voces que reclaman que a los
miembros de tales organizacio,-
nes se les trate con especial ri-
gor y sin respetar los derechos
que se proclaman como funda-
mentales respecto de todos los
individuos. Se produce, pues,
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EL TRIBUNAL DEL JURADO
Alfonso Villagómez Cebrián

una quiebra del sistema demo-
crático al ponerse en tela de
juicio la validez de mantener
como intereses tute!ables bási-
cos aquéllos cuyo reconoci-
miento distingue a las socieda-
des modernas de los regímenes
autoritarios.

Los problemas secundarios
derivados de la opción represi-
va son, a mi parecer, de tal gra-
vedad, que, cuanto menos, exi-
gen analizar con seriedad y sin
dogmatismos simplificadores si
existen o no alternativas a la si-
tuación actual. Entre las voces
que reclaman e! debate, que lo
han propiciado y que han he-
cho un pronunciamiento rigu-

Recientemente ha comenza-
do en el Congreso de los Dipu-
tados el debate sobre el proyec-
to de Ley Orgaánica del
Tribunal de! Jurado. Con este
texto se da cumplimiento a la
obligación contenida en el ar-
tículo 125 de la Constitución
que prevé la participación de
los ciudadanos "". en la Admi-
nistración de Justicia mediante
la institución del Jurado". La im-
plantación del jurado dará no
sólo respuesta a este mandato
constitucional, tantas veces dife-
rido, sino que además vendrá a
completar el modelo de poder
judicial diseñado por el propio
texto fundamental, y al que has-
ta este momento faltaba una de
las piezas que más directamente
entran can con la emanación po-
pular de la justicia.

En los países que en la actua-
lidad conocen juicios por medio
de esta forma participativa de
los ciudadanos, el jurado es
considerado como un elemento
básico de! proceso acusatorio
que "recuerda nuestro compro-
miso con la democracia como la
forma de gobierno menos co-
rrupta" (Flechter).

En nuestro ámbito judicial
podemos situar los procedentes
del jurado en los inicios de! ré-
gimen constitucional, ya que di-
cha institución es consecuencia
de la aparición y asentamiento
del "sistema liberal" y partici-
pando, así, de las dificultades
que supuso la consolidación del
sistema constitucional en nues-
tro país. El Estatuto de Bayona
reconocía la publicidad del pro-
ceso penal mediante las formas
de juicio oral, pero será en la
Constitución de Cádiz de 1812
donde se encuentren las prime-
ras referencias directas al jurado

rosa en favor de una política
criminal alternativa, la Asocia-
ción Jueces para la Democracia
en su último Congreso, cele-
brado en Alicante el mes de oc-
tubre de este año, ha hecho
propias las propuetsas y el ma-
nifiesto de! Grupo de Estudios
de Política Criminal, compues-
to por miembros de la Asocia-
ción y catedráticos y profesores
universitarios -dichas pro-
puestas han sido editadas en
"Una alternativa a la actual po-
lítica criminal sobre droga",
Grupo de Estudios de Política
Criminal, 1992-. Con ello ha
ofrecido no sólo una crítica del
actual estado de cosas, sino

pues se preveía que las Cortes
pudieran hacer "distinción entre
los Jueces de hecho y los de de-
recho" (art. 307). Con posteriori-
dad a estas previsiones, durante
el Trienio Liberal se va a proce-
der a la aprobación de la Ley de
Imprenta de 1820, la cuallimita-
ba la intervención del jurado, di-
ferenciando entre el llamado
''Jurado de acusado" y el "Jura-
do de calificación". No obstante
el Código Penal de 1822 amplia-
ría las competencias del jurado
y en el proyecto, del año si-
guiente, de Código Procesal Cri-
minal, se reconocía competen-
cia al Tribunal del Jurado en el
conocimiento de todos los deli-
tos graves.

En la época isabelina, la pre-
visión constitucional de! texto
de 1837 tendría su desarrollo
en la Ley de 1837 que volvía al
sistema de limitación del jura-
do, anunciando, además, en la
Constitución de 1844, su supre-
sión. Será en el Sexenio Revo-
lucionario cuando en la Consti-
tución de 1869 se establezca "el
juicio por Jurados para todos
los delitos políticos y comunes
que determine la Ley". Como
consecuencia de ello, la Ley
"provisional" sobre Organiza-
ción del Poder Judicial de 1870,
regulaba el jurado, remitiéndo-
se a una ley de procedimiento,
que fue aprobada en 1872, y en
la que atribuía al jurado am-
plias atribuciones.

Durante la Restauración, y
tras diversos intentos, se pro-
mulgará la Ley del Jurado de 20
de abril de 1888, norma que
dio carta de naturaleza a la ins-
titución, y que diseñaba un tri-
bunal compuesto por doce ju-
rados y tres magistrados que
tras diversas modificaciones le-

ideas básicas en las que apoyar
un modo distinto de enfocar e!
tratamiento del consumo y trá-
fico de drogas. Tales ideas son:
a) e! sometimiento de las llama-
das drogas "blandas" a un régi-
men de consumo similar al de
alcohol o tabaco; b) la equipa-
ración de las llamadas drogas
"duras" a la categoría de medi-
camentos, y su integración en
el régimen de distribución de la
Ley del Medicamento 25/90 de
20 de diciembre; e) la potencia-
ción de políticas no represivas
para la disuasión de! consumo
abusivo, y d) la denuncia de las
convenciones internacionales
en materia de estupefacientes

gales vería suspendido su fun-
cionamiento en 1923, ya en la
época del Directorio Militar de
Primo de Rivera. En el período
republicano el jurado se resta-
bleció mediante Decreto de 27
de abril de 1931, procediéndo-
se a su reconocimiento consti-
tucional en e! artículo 103 de la
Constitución de 1931: "El pue-
blo participará en la Adminis-
tración de Justicia mediante la
institución del Jurado, cuya or-
ganización y funcionamiento
serán objeto de una ley espe-'
cial", asimismo e! artículo 99.1
preveía la instauración de un
jurado especial, a fin de que el
Tribunal Supremo exigiera "la
responsabilidad civil y criminal
en que pudieran incurrir jue-
ces, magistrados y fiscales en el
ejercicio de sus funciones o
con ocasión de ellas".

La re implantación del jurado
despierta críticas y reticencias.
Muchos no la rechazan de pla-
no para no oponerse frontal-
mente a una institución que es
presentada como emblema de
la democracia. Se objeta, sin
embargo, de otro modo. Se di-
ce que el jurado no es oportu-
no, pues complica y retrasa aún
más una Justicia ya lenta y
complicada. Se afirma que hay
otros modos más útiles de gas-
tar el dinero. Algunos entien-
den que falta el espíritu cívico
necesario para que el jurado
pueda funcionar. Se dice, en
fin, que el jurado reporta muy
pocas ventajas o ninguna.

Ante todo ello no debe olvi-
darse que es la Constitución la
que prevé el jurado como pieza
necesaria del entramado institu-
cional de la Justicia y que los
problemas del proceso penal
no sólo se solucionan con re-

(1961), psicótropos (1971) y
control del tráfico de estupefa-
cientes y sustancias psicotrópi-
cas (988). Esperemos que es-
tas propuestas no caigan en
saco roto y sirvan, al menos,
para remover la conciencia de
aquéllos que han depositado
ciegamente su confianza en la
virtualidad de un sistema políti-
co-criminal perverso, para que
admitan, de momento y cuanto
menos, que es necesario bus-
car, sin prejuicios, vías alterna-
tivas al modelo actual. Negarse
al debate, es cerrar los ojos a
una triste realidad que si no se
modifica puede conducimos a
un futuro aun peor.

formas normativas. Son los há-
bitos los que han empalidecido
el principio acusatorio que
Alonso Martínez pretendía ins-
taurar: basta comparar las mani-
festaciones de la exposición de
motivos de la Ley de Enjuicia-
miento Criminal con la realidad
presente para ver por donde
debemos comenzar. En el "Dis-
curso preliminar" leído por Ar-
giielles en las Cortes de Cádiz al
presentar el proyecto de Consti-
tución de 1812 se contiene un
diagnóstico de los males que
aquejaban entonces al sistema
democrático, los cuales han
persistido a través de los tiem-
pos y han desarbolado el pro-
ceso penal: "los abusos comien-
zan de ordinario por pequeñas
omisiones en la observancia de
las leyes, que acumulándose in-
sensiblemente llegan a producir
costumbres; se citan éstas a po-
co como ejemplo y establecién-
dose sobre ello doctrina, pasan
al fin a erigirse en derecho".

No parece, pues, desacertado
comenzar la reforma de! proceso
penal con la introducción del ju-
rado. El jurado obliga a dar pri-
macía al juicio oral y refuerza el
protagonismo de las partes. La
oralidad, la contradicción y la in-
mediación constituyen su medio
indispensable. Fuerza a cambiar
los hábitos, induce a conducir el
pensamiento de forma compren-
sible, alienta la brevedad de la
instrucción preparatoria, entre
otras cosas. Sus inconvenientes
-que desde luego los tiene-
no pueden llevarnos a despre-
ciar sus ventajas de un estímulo
para adaptarse a modos de enjui-
ciar más acordes con las exigen-
cias del derecho de una sociedad
democrática. El jurado no es, no
puede pretenderse que sea y no
debe ser la panacea para los pro-
blemas de nuestra Justicia. El éxi-
to -nada fácil- en la restaura-
ción del jurado puede mejorar
una parte importante de la justi-
cia penal. Mayores ilusiones se-
rían puros y simples espejismos.

El Correo Gallego, 13-11-1994
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-------POLITICAJUDICIAL

LA REAIJZACION DE LA PRESTACION SOCIAL SUSTITUTORIA
POR LOS JUECES OBJETORES

Edmundo Rodríguez Achútegui

Las últimas promociones de
Jueces y Magistrados han sufri-
do, como cualquier joven, los
problemas que plantea la reali-
zación de la Prestación Social
Sustituroria y su compatibili-
dad con el ejercicio de su fun-
ción.

Ya en el año 1991 un grupo
de alumnos de la Escuela Judi-
cial presentó una solicitud al
CGPJ para que manifestara si
era posible compatibilizar la
función jurisdiccional con la
realización de la PSS fuera de
horas de audiencia. La Comi-
sión Permanente del CGPJ con-
testó que en virtud de lo esta-
blecido en el artículo 351.d) de
la LOPJ, quienes se encontra-
ban en dicha situación habían
de pasar a la de. "servicios es-
peciales", indicando que la in-
dependencia judicial podría
verse afectada porque durante
ese período los Jueces y Magis-
trados etarían sometidos a los
encargados del destino (alcal-
des, jefes de Cruz Roja, de Pro-
tección Civil...) donde se reali-
zara la PSS.

Sin embargo son muchos los
jóvenes Jueces y Magistrados
que ahora objetan y pretenden
realizar la PSS, lo que provoca
que numerosos órganos juris-
diccionales permanezcan sin ti-
tular durante el período de
prestación social.

Prueba de que esa situación
ya no es excepcional es el
acuerdo de la Comisión Perma-
nente del CGPJ de 28 de junio
de 1994 (ver anexo). Se traslada
al Ministerio la preocupación
de la Comisión Permanente por
la situación en que quedan nu-
merosos órganos judiciales du-
rante el elevado período de
tiempo (trece meses) de dura-
ción de la PSS. Considera que
entre las actividades de utilidad
pública previstas en la Ley de
Objeción de Conciencia pue-
den incluirse la realización de
actividades "en los órganos de
su destino o realizando funcio-
nes de apoyo o refuerzo en Juz-
gados y Tribunales con acumu-
lación de asuntos pendientes".
Otra solución que plantea es la
concesión de un aplazamiento
por "razones de interés nacio-
nal".

En el mismo sentido se pro-
nuncia ante la petición de un
Juez que solicita no ser declara-
do en situación de servicios es-
peciales (Acuerdo Comisión
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Permanente CG~J de 12 de ju-
lio de 1994, que se adjunta).

La proposición de aplaza-
miento por "causas de interés
nacional" parece más un par-
che que una verdadera solu-
ción. Además con ello podría
conculcarse el principio de
igualdad y constituiría un inad-
misible privilegio de la judica-
tura. La filosofía de "Jueces pa-
ra la Democracia" impide
apoyar tal pretensión que debe
ser rechazada de plano, sin
perjuicio de que los Jueces,
igual que los demás objetores,
accedan las prórrogas, aplaza-
mientos y situaciones previstas
legal y reglamentariamente
cuando concurran las circuns-
tancias previstas para ello.

Las medidas que se propo-
nen para solucionar la actual si-
tuación son las siguientes:

PROPUESTAS

1.º) Apoyar la pretensión
de la Comisión Permanente del
CGPJ en cuanto a la posibilidad
de que se realice la PSS desem-
pañando funciones jurisdiccio-
nales como Juez de apoyo o re-
fuerzo en Juzgados y Tribunales
con acumulación e asuntos pen-
dientes.-

Deb~ tenerse en cuenta que
la reciente reforma de la LOPJ
introduce la posibilidad de que
los alumnos de la Escue!a Judi-
cial desarrollen funciones co-
mo "Jueces adjuntos" (art. 307
LOP). Por lo tanto ninguna ra-
zón objetiva impediría la reali-
zación de la PSS durante ese
período, que es de un año.
Además han de permanecer
otro año recibiendo un curso
teórico en el Centro de Estu-
dios Judiciales, período duran-
te el cual también se podría
realizar la PSS si existe compa-
tibilidad de horarios.

Por otro lado si es posible
actuar como Juez adjunto du-
rante el período de formación
del Juez, tampoco deberían
existir impedimentos para ac-
tuar como Juez adjunto o de
apoyo en e! mismo órgano ju-
risdiccional del que se es titu-
lar, o en otros cercanos al lugar
de realización de la PSS, como
propone la Comisión Perma-
nente del CGPj. La reciente re-
forma de la LOPJ introduce un
artículo 216 bis donde se esta-
blecen "medidas de refuerzo

en la titularidad de los órganos
judiciales". Entre éstas destacan
e! no¡nbramiento de jueces de
apoyo y adjuntos o adscripción
de magistrados suplentes, fun-
ciones que podría desempeñar
el Juez que realice la PSS.

A tal fin solamente sería pre-
ciso la firma de un convenio de
colaboración, similar al exis-
tente con otras entidades de ca-
rácter público como Protección
Civil, Ministerio de Servicios
Sociales o Cruz Roja, entre el

CGPJ y la OPSOC, en el que se
regulara la forma de realizar la
prestación, retribuciones, órga-
nos de control de la realización
de la prestación, etc.

2.º) Mientras que cualquier
funcionario público, y por su-
peusto empleado del sector
privado, puede compatibilizar
la PSS con su trabajo, a los Jue-
ces y Magistrados se nos impi-
de alegando que podría verse
afectada nuestra independen-
cia judicial.

Tal argumento es falaz e in-
teresado. La dependencia jerár-
quica existente en la PSS es
muy diferente a la del servicio
militar. Pueden articularse me-
canismos para garantizar la ine-
xistencia de interferencias y
perturbaciones, además de las
ya existentes (abstención y re-
cusación). Proponemos en con-
creto que como cualquier otro

funcionario o trabajador priva-
do pueda compatibilizarse la
realización de la PSS y la fun-
ción jurisdiccional sin tener que
pasar a situación de servicios
especiales y la consiguiente re-
forma de! artículo 351.d) de la
LOP]. Para garantizar la inde-
pendencia judicial además de la
posibilidad de realizar la PSS
como Jueces de apoyo o adjun-
tos, se permitirá que e! destino
de la PSS pueda desempeñarse
en un partido judicial próximo

o contiguo a aquél donde el
Juez o Magistrado sea titular, de
modo que no existan interfe-
rencias entre el encargado de la
PSS y la función del Juez.

Partimos de la diferente si-
tuación del Servicio Militar y la
PSS. Esta nada tiene que ver
con el servicio militar como
proclama su propia ley regula-
dora. Mientras que el servicio
activo en el servicio militar su-
pone una dedicación que ex-
cluye la realización de activida-
des laborales, lo cual es
predicable también de los Jue-
ces y Magistrados, la PSS no es-
tá concebida como aquél, de
modo que no hay razón para
que los Jueces y Ma~istrados
hayan de pasar a situación de
servicios especiales si, como
cualquier otro trabajador o fun-
cionario, pueden compatibilizar
su trabajo con la prestación.



INFORMES
EL DERECHO DE
ASILOYLA
CONDICION DE
REFU!iIADO EN
ESPANA

España tiene firmado la de-
claración universal de derechos
humanos, la Convención de
Ginebra de 1951, el Protocolo
Adicional de 1967, el CEDH y
todo el conjunto de textos in-
ternacionales que se conside-
ran como "estándar mínimo in-
ternacional" en esta materia.

Recogido en el artículo 13.4
de la Constitución Española de
1978, el Derecho de asilo y la
condición de refugiado se re-
gularon por Ley 5/84 de 26 de
marzo de 1984.

Coexisten en esta Ley, a
punto de derogarse, dos estatu-
tos: el de refugiado, conforme
a la Convención de Ginebra y
e! de asilado, estatuto de dere-
cho interno nacional, más am-
plio y graciable.

Para dar una idea de la situa-
ción actual, en estos momentos
se reciben anualmente más de
8.000 peticiones, y se esperan
más de 15.000 para 1994. La ta-
sa o porcentaje de reconoci-
miento de la condición de asi-
lado ronda e! 5 %.

Los problemas más impor-
tantes que ha generado la prác-
tica de esta ley son: los proble-
mas de admisión a trámite de
las peticiones de asilo y refugio
de frontera, retrasos, cada vez
menores, en la resolución de
los expedientes, interpretación
restrictiva de los requisitos para
recibir la petición de asilo o re-
fugio, no aceptándose peticio-
nes formuladas por terceras
personas y los problemas deri-
vados de la existencia de dos
estatutos asilo y refugio, en
particular cuando se denegaba
la petición y se remitía a la le-
gislación general de inmigra-
ción, contenida en la Ley de
Extranjería y el solicitante no
tiene documentos de identidad,
o sus documentos están cadu-
cados, o las autoridades diplo-
máticas o consulares de sus
países no deseaban renovarlos.

En el momento de redactar
estas notas, tras diez años de
vigencia de dicha Ley, se ha
procedido por el Parlamento
Español a aprobar una nueva
regulación de esta materia, me-
diante la Ley 9/94 de 19 de ma-
yo, BOE de 23 de mayo 94.

El motivo del cambio de le-
gislación no es otro que la
aprobación de instrumentos in-
ternacionales en materia de
asignación de responsabilidad
para, e! examen de las solicitu-
des de asilo y la progresiva ar-
monización de las legislaciones
en la materia, derivado todo

ello del proceso de schengen y
teniendo como marco la re-
ciente entrada en vigor del Tra-
tado de la Unión Europea.

LA MODIFICACION DEL
REGIMEN LEGAL

La modificación de! régimen
legal del asilo en España, por la
inmediata entrada en vigor de
la nueva ley, va a tener varios
aspectos fundamentales:

• Se reconoce al extranjero
el derecho de solicitud de asilo.

• Suprimir la existencia de
un doble estatuto legal en Es-
paña, el del asilo y el de! refu-
gio, que con características di-
ferentes, se regulaban en la Ley
5/84, y ello por llegarse a la
conclusión de que esa dualidad
no aporta ventajas y sí genera
confusión y abusos.

Pasará a regularse el asilo
como la protección que otorga
España al extranjero a quien se
reconozca la condición de refu-
giado conforme a la Conven-
ción de Ginebra de 1951.

Comprenderá, el derecho a
residir y trabajar en territorio
español lo que comporta la ex-
pedición de permiso de traba-
jo, permiso de residencia y títu-
los de viaje para poder
trasladarse libremente, autori-
zación para trabajar desarro-
llando actividades laborales, ci-
viles y mercantiles.

• Establecimiento de una
fase administrativa previa de
examen de las solicitudes de
asilo, con una doble finalidad:
rechazar inmediatamente las
que aparezcan infundadas o
manifiestamente abusivas y
aquellas otras cuyo examen no
corresponda a España, cuando
exista otro Estado en condicio-
nes de prestar la protección.

• La petición la podrá hacer
personalmente el refugiado o a
través de representante si per-
sonalmente le es imposible.

• En todo caso se le reco-
nocerá desde ese momento de-
recho a la asistencia letrada;
atención médica e intérprete.

• No es sancionable la en-
trada ilegal en España para pe-
dir asilo, si este se pide sin de-
mora.

• Admitida la petición tiene
un derecho de residencia pro-
visional y se le puede asignar
una residencia obligatoria
mientras se resuelve.

• La presentación de una
petición de asilo debe notificar-
se a ACNUR quien puede en-
trevistarse con el solicitante.

• Debe resolverse en cuatro
días.

• Contra la negativa, e! soli-
citante puede pedir una peti-
ción de reexamen con audien-
cia previa de ACNUR.

• Dicha petición de reexa-
men la resuelve e! Ministro de

Interior en dos días. Si no re-
suelve en plazo se entenderá
admitida la solicitud y el solici-
tante podrá entrar en España.

Debe señalarse que todo lo
referido al procedimiento de
inadmisión de las peticiones de
asilo hechas en frontera, es una
de las cuestiones que más bata-
lla ha producido en el Parla-
mento, en particular, en torno a
determinar cuáles van a ser las
garantías reales de recurrir una
inadmisión, paralizar la expul-
sión inmediata y garantizar el
acceso al recurso judicial con
efectos suspensivos.

Dicho procedimiento será
extensivo no sólo al que pida
asilo en la frontera sino al que
lo pida una vez dentro del terri-
torio nacional.

• El extranjero a quien no
se admita definitivamente su
petición de asilo deberá seguir
los trámites generales de inmi-
gración conforme a la Ley Es-
pañola de Extranjería, precisan-
do, normalmente, visado y de
no reunir esas características,
deberá abandonar e! territorio
español o será expulsado.

• Contra la denegación de
la solicitud, cabe recurso ante
los Jueces de lo contencioso-
administrativo, que suspenderá
la expulsión si ACNUR hubiese
informado favorablemente la
petición.

• Se reconoce, como una
categoría distinta de la de asilo:
la protección a personas otor-
gada sólo por razones humani-
tarias.

• En todo caso se prohíbe
la devolución a un tercer esta-
do que carezca de protección
efectiva y permita el reenvío al.
país perseguidor.

• En cuanto a la figura de!
desplazado de guerra, o refu-
giado B o refugiado de facto se
discute si se regulará en la Ley
de Asilo, no se asimila al asilo,
sino en norma aparte, el Regla-
mento de la Ley de asilo, o en
la Ley de Extranjería.

En principio se pretende ga-
rantizar al desplazado o refu-
giado de guerra o de facto, un
régimen jurídico que reconoz-
ca el derecho de estancia en
España, autorización temporal
de residencia y trabajo, asisten-
cia sanitaria, social y educativa
para sus hijos y la prórroga de
estancia en tanto duren en sus
países los motivos del despla-
zamiento.

• Se crean organismos es-
pecíficos para esta materia co-
mo la actual Oficina integrada
de asilo y refugio, con partici-
pación de los Ministerios de
Justicia, Asuntos Exteriores,
-Ministerio de! Interior, Minis-
terio de Asuntos Sociales y del
ACNUR.

• Se instará una especial
formación en el personal esta-

tal encargado de la tramitación
de las peticiones de asilo, para
poder reconocer, identificar y
atender correctamente a un so-
licitante de asilo.

• Preocupa la remisión a
terceros países de aquél a
quien no se le reconozca el de-
recho de asilo. El debate parla-
mentario se centra en garanti-
zar que ese reenvío no se
produzca antes de obtener "ga-
rantías sensibles" de protección
en ese tercer país, prefiriendo
aquél país en el que esa perso-
na pueda solicitar asilo, consi-
derando factores familiares, de
lengua.

• El nuevo régimen legal de
asilo, se aplicará a todos los que
que ya lo hubiesen obtenido.

A. Salceda

ASOCIACION PARA
LA PREVENCION
DE LA TORTIJRA

Seminario celebrado en Es-
trasburgo de! 5 al 7 de diciem-
bre de 1994 sobre el funciona-
miento del Comité Europeo
para la prevención de la tortura
y las penas o tratos inhumanos
o degradantes.

Debe distinguirse entre el
CPT (Comité para la preven-
ción de la tortura, que es un ór-
gano nombrado por e! Comité
de Ministros de! Consejo de Eu-
ropa, para aplicar la Conven-
ción Europea para la preven-
ción de la tortura y las penas o
tratos inhumanos o degradan-
tes) y la APT (Asociación para
la prevención de la tortura, que
es una organización no guber-
namental, que trabaja según un
programa propio), y que ha si-
do la que ha organizado e! Se-
minario que tuvo lugar en Es-
trasburgo los pasados días 5 a 7
de diciembre de 994.

OBJETIVOS DE LA APT

El objetivo de la APT es la
prevención de la tortura bajo
cualquier forma, o en cualquier
régimen político.

La APT trabaja para la crea-
ción y la puesta en funciona-
miento eficaz de instrumentos
de Derecho Internacional que
refuercen la protección de las
personas privadas de libertad
contra la tortura y los tratos
crueles, inhumanos o degra-
dantes.

También tiene como finali-
dad el proporcionar informa-
ción y formación a la opinión
pública, así como a las perso-
nas afectadas cualquiera que
sea su situación, con el objeti-
vo de prevenir la tortura y me-
jorar las condiciones de deten-
ción. Para ello colabora con las
ONG de numerosos países.
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Manuel Morán

RUTINA
Ponerse la toga cada mañana a la hora misma es como un

gesto mecánico que realizas sin que apenas lo perciba la ca-
beza. Viene a ser algo así como cuando por las mañanas te
levantas y te calzas los zapatos y te sorprendes cuando notas
que ni siquiera te has dado cuenta de cuándo, en qué mo-
mento, y cómo lo has hecho; de modo tal que hechas ambas
cosas no sabes si lo que te has calzado ha sido la toga o lo
que te has puesto han sido los zapatos. Ponerse la toga, to-
das las mañanas a la hora misma, viene a ser algo así como
cuando desayunas, y al ir camino del trabajo no sabes qué
tomaste; y hechas las tres cosas ignoras si desayunaste zapa-
tos o te calzaste churros o mojaste la toga. Ponerse la toga,
todas las mañanas a la hora misma, viene a ser algo así como
cuando por las mañanas te despides de la mujer, y hechas
las cuatro cosas desconoces si desayunaste a tu esposa o la
pusiste la toga o te calzaste los churros. Terminar la mañana
después de hechas todas las cosas es no saber cómo te cal-
zaste, ni qué desayunaste, ni si te despediste de tu esposa, ni
cómo te pusiste la toga, ni si fueron dos años de cárcel o
diez los que sentenciaste.

Diciembre de 1994
Remei Bona iPuiguert

Magistrada:!uez del]uzgado de
Vigilancia

Penitenciaria n. o 2 de Cataluña

do, se desconoce todavía el in-
forme oficial de! CPT dada la
ausencia de su publicación,
por lo que habríamos de pre-
guntamos qué sentido puede
tener por parte del Estado es-
pañol e! haber procedido a la
ratificación de una Convención
europea de naturaleza humani-
taria, si con los actos posterio-
res se demuestra que ni tan si-
quiera se está dispuesto a
hacer públicos los trabajos rea-
lizados por el Comité corres-
pondiente, con las garantías de
.imparcialidad que ello implica.

situación que pudiera favore-
cer la práctica de la tortura y de
los malos tratos.

A nivel penitenciario, se re-
salta la privación de garantías o
la violación de derechos que
implican prácticas como las de
los internos clasificados como
FIES, los largos períodos de
aislamiento por aplicación del
régimen cerrado a los mismos,
los cacheos indiscriminados
con desm¡dos integrales, la de-
ficiente asistencia médica y en
especial psiquiátrica, las caren-
cias a nivel de trabajo o activi-
dades, y la siruacion global de
hacinamiento en la mayoría de
los centros penitenciarios.

De todo ello resulta un pa-
norama poco alentador, máxi-
me cuando como se ha indica-

con la CPT como con la APT en
la preparación de las visitas de
inspección, y que en el supues-
to que el país objeto de inspec-
ción no proceda a la corres-
pondiente publicación del
informe, (facultad prevista en
la Conención), desconocen el
resultado de la visita, así como
de las sugeridas o recomenda-
ciones contenidas en e! infor-
me elaborado por la CPT.

EL CASO ESPA-:\JOL

El Estado español ratificó la
Convención Europea para la
prevención de la tortura y las
penas o tratos inhumanos o de-
gradantes el 2 de mayo de
1989, y la fecha de la entrada
en vigor de la misma es de 1 de
septiembre de 1989.

A pesar de ello, el Estado es-
pañol juntamente con Chipre y
Turquía,. son los únicos tres
países europeos que habiendo
ratificado la Convención no
han querido publicar e! infor-
me de! CPT sobre la situación
en las Comisarías, Centros de
Detención, Prisiones y Psiquiá-
tricos, elaborado en el caso de
España desde el año 1992 a
partir de las visitas de inspec-
ción giradas por el CPT.

Los motivos por los cuales el
Estado español no ha querido
aún hacer público dicho infor-
me no han sido expresados for-
malmente, aun cuando los
miembros del CPT hace ya al-
gún tiempo que obtuvieron ga-
rantías del entonces Ministro de
Justicia, don Alberto Belloch de
que el mismo sería publicado de
inmediato, y por lo tanto se le-
vantaría la confidencialidad que
todavía pesa sobre la situación
española, al igual que el caso de
Chipre y Turquía, y podrían ser
conocidas por la opinión públi-
ca y las personas afectadas las
conclusiones, así como las suge-
rencias y recomendaciones con-
tenidas en e! citado informe.
Hasta el momento, no obstante,
y a pesar de las garantías ofreci-
das, dicha publicación aún no
ha tenido lugar.

De otros trabajos elaborados
por parte de vaJias ONG, como
el Memorándum de la APT de
1994, o el informe de l'Observa-
toire International des Prisons,
se desprende la existencia de
numerosas denuncias por malos
tratos o torturas y de forma más
general, la insuficiencia de me-
didas que incidan positivamen-
te en una concreta mejora en las
condiciones de detención, ya
que se continúan priorizando
medidas represivas sobre aque-
llas destinadas a la prevención.

En dichos trabajos se resalta
la impunidad concedida a res-
ponsables de torturas y malos
tratos, que muestran una ten-
dencia poco favorable a una
evolución positiva en este tema
y ponen en duda el compromi-
so político real por evitar toda

OBJETIVOS DEL
SEMINARIO DE
ESTRASBURGO

La APT trabaja en estrecha
colaboración con otras organi-
zaciones no gubernamentales
que luchan contra la tortura y
propugnan la reforma peniten-
ciaria. Para ello, cuenta con
una importante red de inter-
cambios en diversos países
europeos. Tanto las ONG co-
mo los individuos que forman
parte de esta red, proporcionan
las informaciones a la APT, la
cual, en contrapartida, puede
sostener y apoyar las acciones
que puedan llevarse a cabo en
el terreno de la lucha contra la
tortura y de la reforma peniten-
ciaria.

La labor específica de la APT
es la prevención, tarea conside-
rada hoy como fundamental en
e! marco de los derechos hu-
manos, tanto para las Naciones
Unidas como por e! Consejo de
Europa y el conjunto de las
ONG. Se trata pues, de crear
las condiciones que impidan
que los malos tratos se perpe-
túen, 10 que implica una refle-
xión común con todas las insti-
tuciones y profesionales
afectados: policía, administra-
ción penitenciaria, jueces, abo-
gados, médicos, etc.

COLABORACION E
INTERCAMBIOS CON
OTRAS ONG

La APT asumió la organiza-
ción de! Seminario que tuvo lu-
gar los días 5 a 7 de diciembre
en Estrasburgo, con la finalidad
de examinar la puesta en fun-
cionamiento de la CPT, así co-
mo aquellas cuestiones que se
han ido planteando a partir de
la ratificación por parte de 26
países europeos de la Conven-
ción Europea para la preven-
ción de la tortura y las penas o
tratos inhumanos o degradan-
tes.

En este sentido, los trabajos
de las diferentes mesas redon-
das y grupos de trabajo durante
el Seminario, han señalado la
necesidad de insistir en una
mayor publicidad de la función
de la CPT, fundamentalmente
cuando e! CPT gira las corres-
pondientes visitas de inspec-
ción a las Comisarías, Centros
de Detención, Prisiones o Psi-
quiátricos de los países que
han ratificado la Convención.

Una de las cuestiones am-
pliamente examinadas, ha sido
la relativa a la confidencialidad
de los trabajos de la CPT hasta
que el país afectado no haya
procedido a la publicación del
informe elaborado por la CPT,
y en su caso la eventual res-
puesta del gobierno correspon-
diente. Ello crea una serie de
disfunciones, en especial con
las ONG que colaboran tanto
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Celebradas los días 15 y 16 de

diciembre del pasado año en la lo-
calidad de San Lorenzo de El Es-
corial, el desarrollo y conclusiones
de estas jomadas organizadas por
Jueces para la Democracia consti-
tuyen una viva e interesante refle-
xión acerca del fenómeno asocia-
tivo judicial, respecto al papel de
las asociaciones de jueces tanto en
el plano político como en el sindi-
cal y, en particular, sobre los plan-
teamientos e ideas de nuestra aso-
ciación en estas cuestiones.
Razones de espacio imponen una
exposición muy sintética de los re-
sultados de esta reflexión.

Las jornadas se iniciaron con
la intervención de Filippo Griso-
Ha, Magistrado de la Corte di
Apello de Milán y miembro de
«Magistratura Democrática ... Re-
pasando la historia del movi-
miento asociativo judicial italia-
no, el ponente destacó algunos
momentos singularmente rele-
vantes. Así, el Congreso de Gar-
done, celebrado en 1965 por la
"Associazione Generale fra i Ma-
gistrati d'Italia" (ANMI), asocia-
ción en cuyo seno había nacido
como corriente "Magistratura De-
mocrática" un año antes, en
1964. Aque! congreso se produjo
en un momento en el que sur-
gían dentro de la magistratura
fuertes interrogante s acerca de
cuál tendría que ser el papel de
ésta en una sociedad, como la
italiana de la época, que se trans-
formaba a ritmo creciente. Preo-
cupaba de manera muy especial
l¡¡.apertura de la institución a la
crítica de la opinión pÚblica. El
principal fruto de Gardone fue el
reconocimiento del papel de las
opciones valorativas en la inter-
pretación judicial del derecho, y,
sobre todo, la integración de la
Constitución en el circuito inter-
pretativo, del que había tratado
de mantenerse alejada por la ma-
gistratura conservadora.

Igualmente destacó otro mo-
mento de singular importancia
en la vida de "Magistratura De-
mocrática": el Congreso de Rimi-
ni (año 1977). En él se debatió
acerca de cuál debe ser e! papel
de una asociación judicial de
orientación progresista respecto
a las fuerzas políticas de igual
tendencia, sobre todo cuando és-
tas acceden al poder o t;enen
una fuerte presencia parlamenta-
ria. De las dos posiciones que se
enfrentaron prevaleció la que de-
fendía la independencia asocia ti-
va frente a cualquier opción de
partido (en Italia no está prohibi-
da a los magistrados la inscrip-
ción en partidos), por entender
que la independencia político-
cultural es también una forma de
garantía de la independencia ju-
diciaL En este contexto, Filippo
Grisolia señaló la importancia
que esta cultura de la indepen-
dencia, muy arraigada en la judi-
catura italiana, ha tenido para dar
legitimidad a la respuesta judicial
frente a los fenómenos de co-
rrupción política.

Finalmente, el ponente se refi-
rió también de forma porrnenori-
zada al papel del "Consiglio Su-
periore della Magistratura",
poniendo de relieve la forma en
que e! carácter mixto de su com-

posición y la intervención de las
asociaciones judiciales en su for-
mación había influido en el senti-
do de dar a dicho órgano una
creciente legitimación dentro de
la magistratura y hacer de él un
eficaz instrumento de gobierno.
Hizo asimismo hincapié enla for-
ma en que se habían producido
las relaciones dentro del "Consi-
glio", que por el pluralismo inter-
no había sorteado los riesgos del
corporativismo y también los de
la politización partidista.

Los trabajos continuaron des-
pués en dos comisiones. La pri-
mera discutió sobre la función
política de las asociaciones judi-
ciales. La segunda, sobre la di-
mensión sindical de las mismas.

LAFl:NClON POLITICADE LAS
ASOCIACIONESJI 'l)lUALES

Las conclusiones a las que lle-
gó la primera comisión destacan,
en primer término, que las aso-
ciaciones judiciales han de ser
entendidas como cauce del dere-
cho cívico de asociación, dere-
cho del que son titulares las per-
sonas integrantes del Poder
Judicial. Las asociaciones desem-
peñan un papel fundamental co-
mo mecanismo de garantía de la
independencia judicial y la efica-
cia de los derechos fundamenta-
les y las libertades pÚblicas. No
se enmarcan dentro del aparato
político institucional del Estado,
sino en e! seno de la sociedad ci-
viL Esto Último no impide que,
manteniendo esta identidad, pue-
dan y deban relacionarse con
aquellas instituciones.

La segunda conclusión alcanza-
da afecta específicamente a Jueces
para la Democracia, y señala que
JpD no debe identificarsecon la ac-
tuación de aquellos de sus asocia-
dos que han sido designados para
desempeñar cargos políticos, sea
en el Poder Ejecutivo, sea en el
CGPJ, interpretando que tal desig-
nación se produce en función de la
confianza que despiertan en las
instancias que los nombraron, sien-
do accidental su pertenencia a la
asociación. Por ello, JpD no hurtará
su critica cuando entienda que al-
guna de aquellas actuaciones pue-
de comprometer la independencia
judicial o la efectividad de los dere-
chos fundamentales y las libertades
pÚblicas, del mismo modo que
nunca negará su colaboración
cuando contribuya al robusteci-
miento de aquella independencia y
de estos derechos y libertades.

La Última conclusión fue la si-
guiente: El funcionamiento real
del sitema de elección parlamen-
taria de la totalidad de los voca-
les del CGPJ ha defraduado las
expectativas optimistas que ini-
cialmente despertó en un amplio
sector de Jueces para la Demo-
cracia. Contradiciendo la inter-
pretación proporcionada por el
Tribunal Constitucional, se tras-
plantó mecánicamente la práctica
Clel reparto proporcional, expli-
cable en e! marco del Estado de
Partidos, y contra la que había
prevenido aquél Tribunal. Ello
procició una tendencia a que los
designados se sintiesen, ante to-
do, vinculados al partido que los

avaló. La legitimidad de origen
no se vio acompañada por la le-
gitimidad por el ejercicio de las
funciones que constitucional-
mente corresponden al Consejo
General. Por ello, sería oportuno
iniciar una reflexión serena sobre
la posibilidad de modificar el me-
canismo actual, comparando sus
resultados con la experiencia del
anterior Consejo, cuyas negativas
consecuencias dependieron más
que nada de la adopción de un
sistema mayoritario (vigente hoy
por cierto en la elección de los
miembros de las Salas de Gobier-
no), en lugar del proporcional,
que habría reflejado la realidad
del pluralismo ideológico exis-
tente en el seno de la Judicatura.
Además, desde el punto de vista
asociativo, el mecanismo actual
no significó nunca una ventaja
real, haciendo posible, en cam-
bio, una campaña que pre,sentó
tan lnteresada como erronea-
mente a Jueces para la Democra-
cia como correa de transmisión
de quienes desempeñaban fun-
ciones de Gobierno, y, en esa
medida, despertó los recelos de
amplios sectores de la Magistra-
tura, que obstaculizaron la ex-
pansión de la propia asociación.
La reflexión que se propone no
puede ser interpretaCla en clave
de un renacido corporativismo
judicial. Se trata, muy al contra-
rio, de encontrar un diseño de un
Consejo General que potencie la
independencia de la Magistratura
y la efectividad de los derechos y
libertades. En definitiva, la ciuda-
danía, más que el colectivo judi-
cial, sería así el beneficiario Últi-
mo de ese modelo cuya
discusión queda abierta.

LADJ.'vIF'\SJOi\,S[~[)[CAL

Si bien parece claro que las
asociaciones judiciales y, concre-
tamente, JpD, no es ni debe ser
un sindicato, ya que junto a los
objetivos netamente profesiona-
les existen otros directamente li-
gados al ejercicio del poder judi-
cial como poder del Estado
Democrático --objetivos más re-
levantes, sin duda, y que han
concitado y concitan los mejores
esfuerzos de elaboración-, ello
no supone que la dimensión sin-
dical deba desconocerse o rele-
garse. De hecho, históricamente,
la denominada "actuación sindi-
cal" ha sido objeto de atención
en JpD. Ya en el III Congreso de
la Asociación, celebrado en San-
tiago de Compostela (año 1988),
se dedicó una ponencia a la ac-
tuación sindical, y se elaboró un
programa cuyos objetivos perma-
necen en gran parte vigentes.
Una de las conclusiones de aque-
lla ponencia señalaba que la po-
sibilidad de que JpD recogiere e
impulsase reivindicaciones de ca-
rácter sindical -por referirse
esencialmente a las condiciones
de empleo de jueces y magistra-
d05-, encontraba su más genui-
na justificación en una perspecti-
va integradora, y ello por
entenderse que una adecuada
mejora y racionalización de las
condiciones de empleo de los
miembros de la carrera judicial

podía contribuir decisivamente a
la consecución de una Justicia
más democrática y eficaz, supe-
rándose de este modo concep-
ciones de tipo corporativo.

Sin embargo, en las jornadas
se constataron específicas dificul-
tades para el desarrollo de una
política sindical por parte de las
Asociaciones Judiciales, no sien-
do la menor de ellas la inexisten-
cia de instrumentos legales ine-
quívocas que la hagan viable. Es
prácticamente imposible una ac-
tuación sindical que no se desa-
rrolle a través de la negociación y
que carezca de medios de pre-
sión adecuados para defender los
objetivos establecidos. No cabe
ninguna defensa real de intereses
profesionales como la que con-
templa e! artículo 401 de la LOPJ,
sin un claro reconocimiento del
derecho a la negociación, partici-
pación y presión. Por ello, sigue
siendo un objetivo prioritario el
efectivo reconocimiento del de-
recho a la negociación de las
condiciones de empleo de jueces
y magistrados, derecho que, por
otra parte, se desprende del Con-
venio 151 de la Organización In-
ternacional del Trabajo y del pro-
pio artículo 401 de la Ley
Orgánica del Poder Judicial, y
que la Ley Orgánica de Libertad
Sindical atribuye al resto de los
funcionarios pÚblicos -salvo in-
tegrantes de la Fuerzas Arma-
da5-.

La necesaria revitalización de
la dimensión sindical de las Aso-
ciaciones Judiciales pasa, pues,
por la reivindicación del derecho
a la negociación colectiva y, con-
siguientemente, del derecho a
adoptar medidas colectivas de
presión que den contenido y efi-
cacia a la capacidad de negociar.
Se hace preciso también elaborar
un programa de acción sindical,
cuyos contenidos persigan una
mejora de las condiciones de
prestación del servicio pÚblico
de la Justicia. Por ello, además de
rescatar las elaboraciones ya
efectuadas, se hace necesario lo-
grar un conocimiento preciso de
los problemas que afectan a los
jueces en los distintos territorios
y órdenes jurisdiccionales, por lo
que deben abrirse procesos de
discusión y de elaboración de
propuestas.

Por su importancia, existen
varias áreas que deben integrar el
contenido del programa. Son las
siguientes:

A) Retribuciones. Está pen-
diente la definitiva estructuración
del sistema retributivo de los jue-
ces pues el acuerdo en su día al-
canzado entre las Asociaciones
Judiciales y el Consejo General
del Poder Judicial tenía carácter
provisional. Las negociaciones
que se dejaron pendientes no lIe-.
garon a inicarse por distintas ra-
zones. Hay que abordar la refor-
ma del sistema actual y
contemplar la existencia de com-
plementos de productividad, y
ello en la convicción de que el
sistema retributivo es un podero-
so elemento de racionalización
de los recursos y un factor esen-
cial de integración del que de-
pende, al menos en parte, la efi-
cacia de! sistema judicial.
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B) Planta judicial. La

progresiva implantación de la
ley vigente en la materia ha con-
tribuido notablemente a una me-
jora de la Administración de Jus-
ticia española. Sin embargo, la
existencia de disfunciones e in-
suficiencias en determinados ór-
denes Quzgados de 1.a Instancia
en varias ciudades, por ejem-
plo), exigen que la cuestión sea
abordada con carácter urgente,
mediante la creación de nuevos
órganos, ampliación y reforza-
miento del plan de urgencia, etc.
En este contexto, se hace tam-
bién necesario retomar la nego-
ciación de los módulos de traba-
jo, como única posibilidad de
determinar los rendimientos exi-
gibles, retribuir la mayor produc-
tividad y elaborar criterios de
adecuación entre las dimensio-
nes del aparato judicial y el volu-
men de litigiosidad existente.

C) Formación. La mejora
de la formación ha sido una de
las reivindicaciones tradiciona-
les de "Jueces para la Democra-
cia" indudablemente, se ha re-
gistrado una notable mejora en
la política de formación del
Consejo General del Poder Judi-
cial, la Asociación debe poten-
ciar su papel en la elección de
temas, organización de cursos,
becas de formación, etc. En ma-
teria de modelo de selección de
jueces, presencia asociativa en
la futura escuela ¡'udicial, etc., es
imprescindible a elaboración
de propuestas tendentes a ga-
rantizar la eficacia del sistema,
operando con un claro perfil de
juez constitucional. Este aspecto
se desarrollo aparte.

D) Por ú1timo, la acción
sindical debe prestar atención
especial a los problemas indivi-
duales de los asociados, pres-
tando asesoramiento y apoyo
cuando sea necesario y esté jus-
tificado desde la perspectiva del
buen hacer profesional. En este
contexto, las asociaciones tie-
nen que tener cauce para perso-
narse en los expedientes disci-
plinarios que se incoen a sus
miembros.

Para terminar, los asistentes
al debate registrado en las jorna-
das consideramos muy impor-
tante la potenciación del diálogo
interasociativo tendente a en-
contrar puntos mínimos de
acuerdo sobre propuestas y so-
luciones, que cristalicen en pla-
taformas reivindicativas frente al
Consejo General del Poder Judi-
cial y al Ministerio de Justicia, y
ello siempre en la perspectiva
de lograr efectivas mejoras en el
funcionamiento del sistema judi-
cial que, en definitiva, redunden
en beneficio de los ciudadanos.

Finalmente, es ineludible ha-
cer referencia a los trabajos rea-
lizados por una tercera comisión
que reflexionó sobre un modelo
alternativo de selección y forma-
ción de jueces. Los resultados
del trabajo de esta ponencia
constituyen un primer estadio
de elaboración de la propuesta
que en esta materia quiere pre-
sentar JpD al Consejo General
del Poder Judicial, como actual
órgano competente en la mate-
ria, la importancia del tema re-
quiere un tratamiento separado,
que se hará en un próximo Bo-
letín Informativo.

Secretariado

PRESENTACION

La Fundación ,Antonio Carretero, ocupa
un espacio en el mundo del derecho, de su
práctica y de su necesaria constante evolu-
ción. Tendrá como objeto fomentar y promo-
ver todo tipo de estudios, cursos e investiga-
ciones de carácter científico y cultural de
interés social, calanizando las relaciones en-
tre la sociedad y el mundo del derecho. Serán
fines de la Fundación el financiar servicios,
seminarios o enseñanzas especiales relacio-
nadas con la Justicia; Subvencionar activida-
des y becas; Establecer ayudas a la investiga-
ción e instituir premios para trabajos
determinados; Financiar la publicación de tra-
bajos de investigación o de cualquier otro ti-
po, así como ediciones de carácter periódico
o circunstancial acerca de temas y cuestiones
atinentes a los fines de la Fundación; Organi-
zar conferencias, coloquios, reuniones y cur-
sos sobre temas relativos a la finalidad funda-
cional.

CURSOS

«Preparación Ingreso en la Ca1Tera Judicial
por el Turno libre,
Profesorado: Jueces y Magistrados de la Aso-
ciación <~ueces para la Democracia".
Destinatarios: Licenciados en Derecho.
Duración: Dos años aproximadamente.
«Preparación Ingreso en la Ca1Tera Judicial
por el Tercer y Cuarto Turno>,
Profesorado:Magistrados de la Asociación <~ue-
ces para la Democracia", Abogados y Notarios.
Destinatarios: Juristas de reconocido presti-
gio que quieran ingresar en la Carrera Judi-
cial.
Duración: Un año aproximadamente.
Cursos para profesionales sobre materias
juridicas de su profesión:
- Curso «Justicia y Medios de Comuni-
cación»
Profesorado: Jueces, Magistrados y Catedráti-
cos de la Facultad de Ciencias de la Informa-
ción.
Destinatarios: Periodistas y Licenciados en
Ciencias de la Información.
Duración: Tres días.
Materia: Legislación en general y en especial
la que regula los límites de la libertad de in-
formación.
- Curso «La Policía Local como Policía
Judiciab>
Profesorado: Jueces y Magistrados de la Aso-
ciación <~ueces para la Democracia".
Destinatarios: Policía Municipal y Local.
Duración: Tres días.
- Curso de «Derecho Penitenciario»
Profesorado: Jueces y Magistrados de la Aso-
ciación «Jueces para la Democracia".
Destinatarios: Licenciados en Derecho, Asis-
tentes Sociales, Funcionarios de Prisiones, etc.
Duración. Tres días.
Materia: La pena de prisión, origen, finalidad,
mandato constitucional. Su posición preemi-
nente en el sistema punitivo.
La judicialización de la ejecución. El naci-
miento de la jurisdicción de vigilancia peni-
tenciaria.

- Curso <gueces,Democracia y Escue1a»
Profesorado: Jueces y Magistrados de la Aso-
ciación <~ueces para la Democracia«, Profeso-
res de EGB y BUP.
Destinatarios: Alumnos de EGB y BUP.
Duración: Siete dias.
Materia: Acercar el Derecho y la Constitución
a los jóvenes.
Curso <<Aspectos prácticos procesales de los
distintos ámbitos jurisdiccionales internos e
internacionales»
Director: José Ricardo de Prada Solaesa. Ma-
gistrado de la Audiencia Nacional y miembro
de <Jueces para la Democracia".
Destinatarios: Licenciados y diplomados uni-
versitarios.
Duración: Cuatro meses.
Materia: Proceso Civil; Proceso Penal; Proce-
so Laboral; Proceso Contencioso-Administra-
tivo; El amparo constitucional;
Procedimiento ante la Comisión y ante el Tri-
bunal Europeo de derechos humanos; Proce-
dimiento ante los órganos de justicia
de la Comunidad Europea.

Curso «El respeto a las normas en la activi-
dad empresarial y su contro1,
Director: Gabriel García Becedas. Catedrático
de Derecho del Trabajo de la Universidad Au-
tónoma de Madrid.
Destinatarios: Licenciados y diplomados uni-
versitarios.
Duración: Cuatro días.
Materia: El marco constitucional de la activi-
dad empresarial; La regulación de la compe-
tencia; La propiedad industrial y su
régimen; Los derechos de los consumidores
frente a la actividad empresarial; Restriccio-
nes a la actividad empresarial desde la
necesaria protección del medio ambiente;

Las relaciones laborales en el seno de la em-
presa; Principales medios de control de
la actividad empresarial por parte del Estado.

Curso de «Derecho Concursa1>
Director: Un Juez o Magistrado.
Destinatarios: Abogados, Economistas, Estu-
diantes de Derecho.
Duración: Tres días.
Materia: Procedimiento Concursal: La sus-
pensión de pagos. La quiebra.

INFORMACION GENERAL
PROFESORADO: Jueces, Magistrados, Cate-

dráticos y profesionales del Derecho. DESTINA-
TARIOS: Licenciados en derecho, Universita-
rios, Abogados, Asistentes Sociales, y todas
aquellas personas relacionadas con el mundo
del derecho. DOCUMENTACION: El alumno re-
cibirá material docente básico al comienzo de
cada curso que será complementado durante su
desarrollo. DIPLOMA: Los participantes que
asistan regularmente a los cursos y que obten-
gan un informe favorable del profesorado reci-
birán un Diploma de la Fundación ,Antonio Ca-
rreterio", acreditativo de su realización. CUOTAS
DE INSCRlPCION: Depende del curso. INFOR-
MACION E INSCRIPCION: En la Sede de la
Fundación ,Antonio Carretero". CI Núñez Mor-
gado, 3, de Madrid. Teléfono: 314 1964 - 314 01
38. PLAZO DE INSCRlPCION: Depende de ca-
da curso.



JIJE(ES~~DEHO(RA(IA

ASOCIACION "JUECES PARA LA DEMOCRACIA"
el Núñez Morgado, n.º 3 - 4.º B

28036 MADRID

Don/ña

Juez o Magistrado con destino en el

, solicita su ingreso en la Aso-
ciación ''Jueces para la Democracia" conforme a lo establecido en el artículo 401 de la Ley Orgánica del Po-
der Judicial de 6/1985 de 1 de Julio.

a

Firma

de de 1995

Oficina

Domici1iación Bancaria

Entidad Bancaria

calle

Datos

Banco

Localidad

D.C. Núm. Cuenta

Sucursal de la

Código

(Estos datos los encontraras en tú talonario de cheques)

Domiciliación Bancaria
(Ejemplar a remitir al Banco o Caja de Ahorros)

Muy señores míos: les ruego que con cargo a mi cuenta n.º , atiendan hasta

nuevo aviso el pago de los recibos que presentará la Asociación ''Jueces para la Democracia" al cobro a
nombre de

Firma

a de de 1995

NUÑEZ MORGADO, 3 - 4.º 8 - Te!. 314 19 64 - Fax 314 27 52 - 28036 MADRID



JIJE(ES~1A~DEMO(RA(IA
INFORMACION y DEBATE

-~-------------------------------------------------~---
Boletín de suscripción a:

Jueces para la Democracia. Información y debate.

Nombre y apellidos: _

Dirección: _

Población: _

Provincia: _

c.P. _~ _

País _

Suscripción por un año (3 números) a partir del número ~_

Importe: España: 2.500 ptas. Extranjero: 3.500 ptas.

Forma de pago: Reembolso. Domiciliación bancaria. Talón nominativo a nombre de EDISA

Domiciliación bancaria

................................ de de 1995

Muy señores míos: les ruego que con cargo a mi cuenta n.º atiendan hasta nuevo aviso del pago de los reci-

bos que en concepto de importe de la suscripción anual de Jueces para la democracia. Información y Debate les presentará EDISA

al cobro a nombre de ; .

Firma

Bancal C. de Ahorros , ·..·.·································· ..··········· .

Dirección : .

Remitir a EDISA, apartado 549 F.D. 28080 MADRID
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